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resumen ejecutivo

Para ello y a partir de los sistemas de infor-
mación existentes, en un periodo que abarca 
del año 2008 al 2012, se ha llevado a cabo una 
revisión de las bases de datos existentes sobre 
violencia sexual en conflictos armados, y una 
serie de entrevistas en terreno que han permiti-
do ofrecer, una aproximación al problema a tra-
vés de una cuantificación aproximada de lo que 
podría ser la violencia sexual dirigida a NNA 
menores de 18 años en el conflicto armado. Con 
los resultados obtenidos se pretende además, 
generar una herramienta de incidencia y dis-
cusión para visibilizar el fenómeno; demandar 
el avance en los procesos de articulación de los 
sistemas de recogida de información existentes; 
y alertar sobre el modo en el que se está llevan-
do a cabo el levantamiento de información en 
estos registros. 

El presente informe es resultado de un proce-
so de investigación desarrollado por la Cam-
paña: “Violaciones y otras violencias: Saquen 
mi cuerpo de la guerra”, con el propósito de 
visibilizar la afectación particular de las niñas, 
niños y adolescentes (NNA) víctimas de violen-
cia sexual en el escenario del conflicto armado 
en Colombia. Esta investigación se desarrolló 
desde dos enfoques metodológicos complemen-
tarios. El primero, con el ánimo de cuantificar 
de manera aproximada, a partir de la informa-
ción disponible el número de NNA víctimas de 
violencia sexual en Colombia en el marco del 
conflicto armado y así identificar y valorar los 
registros existentes al respecto del tema. El se-
gundo, cualitativo-situacional, que se refiere a 
las dinámicas de violencias sexuales que se dan 
en el marco del conflicto contra NNA en algu-
nas regiones en Colombia.

Informe sobre violencia sexual contra 
niñas, niños y adolescentes 

en el conflicto armado en Colombia.

¡Que dejen de cazar
a las niñas y los niños!*

* El título del presente informe está basado en la respuesta de un niño en una actividad realizada por Pastoral Social en el departamento 
de Sucre, en la que el niño responde a la pregunta: ¿Qué te gustaría que cambiara?: “Que dejen de cazar a las niñas!”. 
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Principales hallazgos

• De acuerdo con la cuantificación aproxima-
da1 entre 2008 y 2012 se registraron en el 
marco del conflicto armado por lo menos 
48.9152 víctimas de violencia sexual menores 
de 18 años, 41.313 niñas y 7.602 niños, en 
1.070 municipios de los 1.1303 existentes en el 
país, lo anterior implica que cerca de 274 ni-
ños, niñas y adolescentes han sido agredidos 
sexualmente a diario en el territorio nacional 
en el marco del conflicto armado, durante el 
período referido. Esto es 365 más registros 
que aquellos contenidos en las cifras públicas 
del Registro Único de Víctimas5. 

•	 En	20126	por	lo	menos	13.230	niños,	niñas	y	adoles-
centes	fueron	víctimas	de	violencia	sexual	donde	el	
agresor	fue	un	actor	armado	y	tuvieron	acceso	por	
lo	menos	a	algún	tipo	de	registro	en	los	sistemas	de	
información	 oficiales;	 de	 estos	 2.412	 son	 niños	 y	
adolescentes	y	10.818	son	niñas	y	adolescentes.	

• En el período estudiado, de acuerdo a los da-
tos arrojados, los departamentos más afecta-
dos según los registros son, Antioquia, Valle 

1 Realizadas con base a la metodología de fuentes contrastadas, 
que se expone en el Capítulo 1. 

2 Ver Anexo 3. 
3 Número correspondiente a la división política administrativa 

de Colombia por el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística (DANE) a 2013.

4 Para 2012, el promedio diario es de 36 niños, niñas y adolescen-
tes. 

5 De acuerdo con la información publicada por la Red Nacional 
de Información, con corte al 21 de enero de 2014, habían sido 
incluidos 134 niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia 
sexual entre 2008 y 2012. Asimismo, de acuerdo con los datos 
entregados por la Unidad par la Atención y Reparación Inte-
gral para las Víctimas (UARIV), en el registro de incluidos, el 
periodo de mayor incidencia de violencia sexual contra niños, 
niñas y adolescentes es entre 2000 y 2003 en el que se concentra 
el 33,1% de los registros, sin embargo, en los datos del total 
declarados (antes del proceso de valoración), el 35,1% de este 
grupo de víctimas se concentra en el periodo 2008 y 2012.

6 De acuerdo con la información obtenida de los diferentes siste-
mas de información y del ejercicio de contraste, se evidencia en 
2011 un sustancial incremento de las cifras respecto a los años 
anteriores, superior al 44%, lo que puede indicar un aumento de 
este tipo de violencias sexuales contra NNA o bien un aumento 
del registro por la diseminación de sistemas de información con 
categorías referentes al conflicto armado. Lo que sí se puede va-
lorar es el incremento entre 2009 y 2010, significativo de hecho 
y la tendencia estable de 2011 a 2012. 

del Cauca, Nariño, Santander y la ciudad de 
Bogotá, (56% de los NNA víctimas registra-
dos),-1.327 niños y 5.379 niñas-.

• Existen actualmente en Colombia diversos 
sistemas de información con infraestructu-
ra operativa para – de manera coordinada 
- tener alcance nacional y categorías especí-
ficas que permitan caracterizar la violencia 
sexual. Pero a pesar de la existencia de la 
información, la heterogeneidad de la misma 
dificulta la posibilidad de obtener de diag-
nósticos diferenciales en términos de grupo 
etario y población étnica, que serían funda-
mentales para garantizar la atención adecua-
da y efectiva a las víctimas de acuerdo con 
sus necesidades y sus visiones culturales y 
tradicionales de la realidad. 

• El análisis del subregistro de la violencia se-
xual en contextos de conflicto armado en el 
presente informe, está orientado por dos fac-
tores, el primero las dinámicas locales y la 
configuración de las violencias sexuales pre-
dominantes en territorio, y el segundo, la dis-
tancia geográfica y social de las comunidades 
a la institucionalidad. Las comunidades rura-
les son aquellas en mayor riesgo, con menor 
información y con menor acceso a la oferta 
institucional. 

• En cuanto a tipología no existe una única 
violencia sexual y por tanto estos hechos son 
difíciles de catalogar y de prevenir. Por ello 
las políticas de prevención y atención deben 
responder a necesidades territoriales específi-
cas. La violencia sexual contra los niños y las 
niñas en contextos de conflicto armado, tiene 
tantas aristas como intereses por parte de los 
grupos y actores presentes en el territorio; 
y muchas veces las familias quedan solas y 
desamparadas en el rol protector que se les 
asigna y no tienen cómo mitigar los efectos 
de la guerra en la vida de sus hijos e hijas.

• La propia dificultad de catalogar-registrar el 
fenómeno, junto con los patrones culturales 
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existentes, hacen que muchas veces los niños y 
adolescentes varones víctimas de violencia se-
xual en el marco del conflicto armado colom-
biano, sean más invisibles en los imaginarios 
de las organizaciones e instituciones a nivel 
local que las niñas y adolescentes mujeres. 

• Por otra parte, las expresiones de violencia 
sexual varían en función de los actores ar-
mados presentes en cada territorio, del ni-
vel de control territorial y de las dinámicas 
de la confrontación armada a nivel local, lo 
que dificulta el acceso a la denuncia y por 
ende al conocimiento sobre la magnitud del 
problema. Además, en cada territorio existen 
realidades y actores diferentes. Ello evidencia 
la necesidad de generar estrategias de inter-
vención adaptadas a las diferentes realidades 
territoriales.

• A día de hoy el informe evidencia que se han 
normalizado muchas prácticas y que hay cier-
tas agresiones y situaciones que no se conside-
ran violencia sexual, aun cuando en términos 
jurídicos y conceptuales lo sean. El impacto 
histórico del conflicto armado en las comuni-
dades colombianas (hay adultos que nacieron 
ya en el marco del conflicto) ha generado la 
normalización – aceptación de las violencias. 
Esto, en el contexto de las violencias sexuales 
ha derivado en calificaciones sociales de “más 
y/o menos grave” que han categorizado lo 
que requiere denuncia, declaración o mani-
festación legal o administrativa y lo que no. 
En el primer grupo entraría lo relativo a las 
violencias que dejan secuelas físicas directas 
sobre la víctima, y en el segundo los impactos 
psicosociales, percibidos como cosas “que pa-
san con el tiempo, eso no es tan grave”.

• En un marco social complicado y de riesgo, 
los obstáculos que enfrentan las víctimas al 
denunciar son de dos tipos:

 — Coyunturales: Asociados a factores inhe-
rentes a la presencia de los actores arma-
dos en los escenarios locales, y que generan 

miedo e inseguridad, entre ellos destacan: i) 
Ausencia de intimidad, seguridad y protec-
ción para hacer la denunciar; ii) impunidad 
y ausencia de acciones concretas una vez 
efectuada la denuncia y; iii) Control social, 
cooptación institucional y/o administración 
armada e ilegal de la justicia local.

 — Estructurales: Referido a procesos cultura-
les, sociales e institucionales que dificultan 
procesar las denuncias, como: I) Burocracia 
excesiva en los procesos de atención y re-
gistro; ii) Deshumanización en la atención 
a las víctimas por parte de funcionarios, 
a veces cambiantes en el ámbito local; iii) 
Presencia institucional insuficiente, inexis-
tente y/o ineficiente y iv) Normalización 
de prácticas de control social y agresión.

• El ejercicio de cuantificar una aproximación al 
número de NNA víctimas de violencia sexual 
en escenarios de conflicto armado en Colom-
bia, está abierto a la discusión y a la comple-
mentariedad por parte de otras organizaciones 
de la sociedad civil, la academia y las institu-
ciones estatales. No es por lo tanto un ejercicio 
acabado que arroja estimaciones o datos fina-
les de la magnitud del problema, es un primer 
acercamiento que busca abrir la discusión so-
bre la violencia sexual contra NNA en el marco 
del conflicto armado. 

• Por último reconocer el momento histórico 
de los sistemas de información en el país, en 
particular aquellos asociados a información 
del conflicto armado en el escenario de la im-
plementación de la Ley 1448/2011 (Ley de 
víctimas). 

Principales recomendaciones 

A la vista de los resultados se hace necesario 
establecer una hoja de ruta que facilite la re-
copilación de datos certeros, cuantitativos y 
cualitativos, para desde los mismos abordar el 
diseño y la implementación de políticas e in-
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tervenciones que favorezcan el propio registro 
para conocer con exactitud el alcance de este 
fenómeno, la seguridad de los niños y las niñas 
en los procesos de denuncia y la prevención de 
cara a futuras victimizaciones.

A las instituciones responsables del Estado

• Para ello se hace necesaria la articulación in-
ter-sistémica de los sistemas de información 
que eviten la revictimización y que permitan 
el diagnóstico completo y diferencial en tér-
minos médicos, judiciales y administrativos, 
de manera que un solo registro articulado 
pueda dar cuenta de manera efectiva de la 
vulneración de derechos de los niños y niñas 
por actores armados, pero también del esta-
do actual de atención, reparación y especial-
mente recuperación psicosocial. 

• Es fundamental generar estrategias locales 
de sensibilización respecto a TODAS las for-
mas de violencias sexuales, ya que todas son 
inaceptables, denunciables y todas requie-
ren atención médica y psicosocial. Y esto no 
solo con las comunidades, sino también con 
funcionarios públicos a nivel local con algún 
nivel responsabilidad de alguno de los mo-
mentos de la ruta de prevención y atención.

• Además del miedo, la indefensión y los pro-
pios procesos que hay que seguir para denun-
ciar, muchas veces, implican el abandono de 
la denuncia, ya que o no hay privacidad, o 
no se garantiza la seguridad o las denuncias 
son atendidas por funcionarios sin prepara-
ción específica para atender estas materias 
y ofrecer la atención y la seguridad que las 
victimas requieren dado lo delicado de la ma-
teria. Por ello la formación y sensibilización 
en la materia a nivel funcionariado local es 
fundamental.

• Por último se recomienda hacer una caracte-
rización exhaustiva de las violencias sexuales 
que se desarrollan en el marco del conflicto 
armado, de manera que sea posible proponer 

mecanismos de prevención y atención cohe-
rentes con cada una de las formas de vio-
lencia incidentes en los territorios. Más allá 
de identificar categorías generales, es funda-
mental poder identificar en el espacio y en el 
tiempo cuáles son las principales formas de 
victimización contra los niños y las niñas. 

A las organizaciones sociales, defensoras 
de derechos humanos  
y a la academia

• Durante el desarrollo y elaboración de este 
informe se evidenció la gran cantidad de in-
formación cualitativa y contextual que las 
organizaciones han compilado y procesado 
durante varios años, y en tal sentido, este 
ejercicio debería ser solamente una introduc-
ción a ejercicios de complementación y análi-
sis territorial de las dinámicas locales de las 
violencias sexuales contra niñas y niños. De 
igual manera, a la academia a complementar 
la propuesta metodológica presente en el do-
cumento desde sus experticias.

• Todo esto con el fin de continuar visibilizando 
la situación de los niños y las niñas en el esce-
nario actual de conflicto armado, especialmen-
te cualquier tipo de violencia sexual, así como 
llamar la atención sobre la ausencia de infor-
mación de registro de victimizaciones acerca 
de las niñas y niños con pertenencia étnica. 

A la comunidad internacional 

• Establecer alianzas y líneas de cooperación 
con el Estado colombiano enfocadas al forta-
lecimiento de la respuesta institucional frente 
a las situaciones y los impactos generados en 
las niñas y niños afectados por la violencia 
sexual en el marco del conflicto armado, es-
pecialmente, en materia registro, justicia y 
restitución de derechos. 

• Permanecer en el territorio colombiano como 
garantes y respaldo de la población civil es-
pecialmente, de las niñas y niños que se han 



    Informe sobre violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes en el conflicto armado en Colombia 9

visto afectados por la violencia sexual en el 
marco del conflicto armado, así como de las 
organizaciones sociales que acompañan, ha-
cen seguimiento y trabajan en esta materia. 

• Mantener y fortalecer el apoyo a los progra-
mas e iniciativas de los organismos de las 
Naciones Unidas y las organizaciones no gu-

bernamentales, que propendan por el mejo-
ramiento de las condiciones de protección de 
las niñas y niños, especialmente, de aquellos 
que han sido víctimas de violencia sexual en 
ocasión del conflicto armado, entre otras co-
sas para aumentar la eficacia de las activida-
des de vigilancia y promoción de los derechos 
de esta población.
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IntroduCCIón: 

lo (in)visible de la violencia 
sexual en Colombia.

Antecedentes y Marco Legal

El reconocimiento de la violencia sexual como 
arma de guerra en el conflicto armado colom-
biano, y no solo como efecto colateral del mis-
mo, ha sido un logro del movimiento de dere-
chos humanos en Colombia y especialmente de 
las plataformas y organizaciones de trabajo de/
con/para mujeres.7 Para ello se han llevado a 
cabo labores de seguimiento a casos concretos, 
se han presentado informes casuísticos, ejecu-
tado análisis de tendencias cualitativas y ac-
ciones específicas de incidencia local, nacional 
e internacional; que han posicionado este he-
cho en la agenda mediática y política. Fruto 
de ello, el Examen Periódico Universal (EPU), 
que Colombia presentó en abril de 2013 ante el 
Consejo de Derechos, recogía un alto porcentaje 
de recomendaciones emitidas por la comunidad 
internacional enfocadas en la violencia sexual 
en general, y en particular a aquella asociada al 
conflicto armado. 

7 Como las organizaciones parte de la Campaña violaciones y 
otras violencias “Saquen mi cuerpo de la Guerra” (Corpora-
ción Vamos Mujer, Asociación Santa Rita para la Educación y 
Promoción – FUNSAREP, Ruta Pacifica de las Mujeres, Aso-
ciación de Mujeres y Madres Abriendo Caminos, Centro de 
Promoción y Cultura CPC – FASOL, Corporación Casa de 
la Mujer, Corporación jurídica Humanidad Vigente, Comisión 
Colombiana De Juristas, Colectivo de Abogados José Alvear 
Restrepo, Coalición contra la vinculación de niños, niñas y ado-
lescentes al conflicto armado en Colombia - COALICO), Sisma 
Mujer, la Consultoría para los Derechos Humanos y el Des-
plazamiento CODHES, la Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto 
armado, entre otras muchas cuyos esfuerzos han contribuido a 
ese reconocimiento. 

Asimismo, este ejercicio de incidencia ha sacado 
a la luz la afectación particular de las mujeres 
y las niñas, consecuencia de la estructura socio-
política de relaciones de poder entre varones y 
mujeres; y cómo ésta es generadora de relacio-
nes de subordinación y opresión, que además 
se ven intensificadas en escenarios de disputa 
o control territorial por parte de los actores ar-
mados. Estos hechos han sido reconocidos a ni-
vel internacional y por la Corte Constitucional, 
demarcando un hito fundamental en Colombia, 
en la exigibilidad de los derechos de las víctimas 
y señalando en particular los riesgos asociados a 
las violencias sexuales.8

A pesar de estos avances, que suponen “puer-
tas abiertas” para el debate, y mejores herra-
mientas para la exigibilidad de los derechos 
de las mujeres víctimas del conflicto armado, 
persisten por lo menos dos preocupaciones. La 
primera es que los niños y adolescentes varo-
nes víctimas de violencia sexual en el marco 
del conflicto armado colombiano, son invisibles 
en los imaginarios de las organizaciones e ins-
tituciones a nivel local. Esta invisibilidad se 
traslada también a los registros y por tanto al 

8 [L]a Corte Constitucional ha identificado diez (10) riesgos de 
género en el marco del conflicto armado colombiano, […] que 
explican en su conjunto el impacto desproporcionado del des-
plazamiento forzoso sobre las mujeres. Estos riesgos son: (i) el 
riesgo de violencia sexual, explotación sexual o abuso sexual en 
el marco del conflicto armado […] (Corte Constitucional, 2008). 
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diseño de políticas públicas y rutas de atención 
concretas y diferenciadas en el escenario local. 
La segunda, hace referencia a la ausencia de 
información cuantitativa completa y pública de 
orden nacional.

En cuanto a la mencionada invisibilidad cabe 
destacar que el Consejo de Seguridad de Na-
ciones Unidas se ha pronunciado frente a las 
situaciones de violencia sexual, a las mujeres 
y/o niñez; en dos sentidos: 

• El primero el que se refiere de manera parti-
cular a las afectaciones de las mujeres y las 
niñas en su resolución 1820 de 2008:

[…] Observando que los civiles constituyen la 
gran mayoría de las personas afectadas nega-
tivamente por los conflictos armados, que las 
mujeres y las niñas son especialmente objeto de 
actos de violencia sexual, incluso como táctica 
de guerra destinada a humillar, dominar, atemo-
rizar, dispersar o reasentar por la fuerza a miem-
bros civiles de una comunidad o grupo étnico, y 
que la violencia sexual utilizada de esta manera 
puede en algunos casos persistir después de la 
cesación de las hostilidades […] (Consejo de Se-
guridad ONU, 2008). No resaltado en original. 

• El segundo, de manera más concreta en la 
resolución 1690 de 2010, se refiere a niños y 
niñas en general: 

[…] profundamente preocupado por la 
lentitud de los progresos alcanzados en 
lo referente a la cuestión de la violencia 
sexual en las situaciones de conflicto ar-
mado, en particular contra las mujeres y 
los niños, y observando que, conforme a 
lo documentado en el informe del Secre-
tario General, la violencia sexual ocurre 
en conflictos armados en todo el mundo 
[…] (Consejo de Seguridad ONU, 2010). 
No resaltado en original. 

Entre tanto, a nivel nacional, todos los estudios 
encontrados sobre violencia sexual en contex-

tos de conflicto armado, sus formas, impactos 
y frecuencias; se concentran en la afectación de 
las mujeres y en algunos casos concretos de las 
niñas de manera particular, pero ninguno res-
pecto a los niños varones.

En cuanto a la segunda preocupación, la que se 
refiere a la ausencia de información cuantitativa 
completa y pública de orden nacional. Podemos 
afirmar que a pesar de todas las acciones de visi-
bilización de este tipo de violencia en contextos 
de conflicto, no existe en Colombia un diagnósti-
co en términos cuantitativos que busque aproxi-
marse a la magnitud del fenómeno a nivel nacio-
nal y/o local, y que permita identificar lugares 
o períodos con mayor incidencia de este tipo de 
delitos. Es decir, no existe para la opinión pública 
una cifra, por lo menos aproximada, del número 
de niños, niñas y adolescentes que han sido vícti-
mas de violencia sexual en el marco del conflicto 
armado y violencia socio-política. 

Por ello, somos conscientes de que la informa-
ción cuantificable respecto a la incidencia de 
la violencia sexual en contextos de conflicto 
armado, es fundamental para la definición de 
acciones institucionales concretas; y más aún 
cuando se trata de niñas y niños, sujetos de 
especial protección por parte del Estado y la 
sociedad9. De ahí la importancia en términos 
diagnósticos de las mediciones cuantitativas 
para la adecuada, pertinente y oportuna res-
puesta en cuanto a la prevención y/o mitiga-
ción de las violencias sexuales. 

Objetivos de la Investigación

Frente a estas preocupaciones, la campaña 
“Violaciones y otras violencias: saquen mi cuer-
po de la guerra”, ha desarrollado el presente 
proceso de investigación con el fin de:

9  Artículo 44, Constitución Política de Colombia (1991), que 
consagra la prevalencia de los derechos de los niños y niñas 
sobre todos los demás. 
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1. Identificar, entender y comparar los siste-
mas de información existentes, que debe-
rían dar cuenta de las violencias sexuales 
en escenarios de conflicto armado. 

2. Cuantificar a partir de una metodología 
de cuantificación aproximada por fuentes 
contrastadas, el número de niñas, niños y 
adolescentes (NNA) víctimas de este tipo 
de violencias en Colombia. 

3. Proveer un primer acercamiento a la infor-
mación disponible y validar su capacidad 
para dar cuenta de la situación de los NNA 
afectados por acciones de violencia sexual 
en desarrollo, en ocasión, o con relación al 
conflicto armado. 

4. Plantear contextos locales como marco 
para el análisis de los resultados a partir de 
la exploración de los datos arrojados. 

5. Exigir la efectiva aplicación de mecanismos 
concretos de respuesta, evaluación de im-
pactos y veeduría ciudadana.

Por lo tanto es importante destacar que no se 
pretende obtener datos censales o producto de 
un conteo de toda la población de NNA vícti-
mas de violencia sexual en el conflicto, ni pro-
fundizar en el proceso de caracterización de la 

violencia sexual contra NNA. La Corporación 
Punto de Vista (CPV, 2011) ya advirtió del 
riesgo metodológico del uso de la información 
cuantitativa disponible para desarrollar análisis 
de magnitud y frecuencia de la violencia sexual 
en Colombia, y más aún de la relacionada con 
el conflicto armado. 

Aún así, teniendo en cuenta este hecho, es ne-
cesario reconocer el momento histórico de los 
sistemas de información en el país, en particular 
aquellos asociados a información del conflicto 
armado en el escenario de la implementación de 
la Ley 1448/2011 (Ley de víctimas). Visto esto 
es importante fomentar la generación de accio-
nes propositivas que apunten al fortalecimiento 
de estos sistemas de información oficiales y de 
otros alternativos, y a la difusión de la informa-
ción no sensible.  

Esta investigación, a través de sus resultados, 
pretende también, abrir el espacio para la dis-
cusión, y lograr que se permita la interacción de 
sistemas de información oficiales y alternativos, 
que dé cuenta de manera pública a la sociedad 
civil de la situación actual de esos registros, y 
con relación a los mismos, de las lecturas de 
la situación actual de los niños y niñas en el 
territorio. Y también, sacar a la luz la verdad 
y la memoria de los niños y las niñas que han 
quedado en las sombras.
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CaPÍtulo I. 

lo que podemos contar, 
¿y lo qué no?

incorporado la definición de violencia sexual 
como la ocurrencia de por lo menos una de las 
múltiples violencias sexuales13, con el interés de 
profundizar un poco en el alcance conceptual de 
esas violencias. 

Hechos ocurridos en el marco del conflicto ar-
mado colombiano: Para efectos de esta inves-
tigación se asumirá la definición establecida 
por la Corte Constitucional en la Sentencia 
T-781/201214. En este sentido se entenderán en 
el marco del conflicto armado todas las agre-
siones sexuales presuntamente perpetradas por 
actores armados legales e ilegales, de manera 
independiente a la dinámica de conflicto en la 

sobre un niño, niña o adolescente, utilizando la fuerza o cual-
quier forma de coerción física, psicológica o emocional, aprove-
chando las condiciones de indefensión, de desigualdad y las re-
laciones de poder existentes entre víctima y agresor. (Congreso 
de la República, 2007. Art. 2.)

13 Las categorías de violencia sexual consideradas son: Violación/
Intento de violación; Abuso sexual; Esclavitud sexual, explota-
ción sexual y trata con fines de explotación sexual; Embarazo 
forzado; Esterilización forzada y Otras formas de violencia se-
xual. Para mayor información acerca de la conceptualización 
de las subcategorías propuestas véase el Anexo 1 del presente 
informe, en el que se encuentran técnicamente definidas pues 
han sido tomadas textualmente del documento metodológico: 
Categorías de Análisis Observatorio Niñez y Conflicto Armado 
– COALICO. 

14 [La Corte Constitucional] ha reconocido como hechos acaecidos 
en el marco del conflicto armado […] las amenazas provenientes 
de actores armados desmovilizados; (vi) las acciones legítimas 
del Estado; (vii) las actuaciones atípicas del Estado; (viii) los he-
chos atribuibles a bandas criminales; (ix) los hechos atribuibles a 
grupos armados no identificados, y (x) por grupos de seguridad 
privados, entre otros ejemplos. (Corte Constitucional, 2012)

Aproximaciones Metodológicas 

El ejercicio de cuantificar una aproximación 
al número de NNA víctimas de violencia 

sexual en escenarios de conflicto armado en 
Colombia, está abierto a la discusión y a la 
complementariedad por parte de otras organi-
zaciones de la sociedad civil, la academia y las 
instituciones estatales. 

Marco Conceptual10:

A efectos del desarrollo metodológico de esta 
investigación, y en particular de la cuantifica-
ción, es fundamental definir tres conceptos11 los 
cuales derivan del mecanismo de monitoreo de 
la Resolución 1612 del Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas y de otros instrumentos 
académicos y jurisprudenciales relevantes. Todo 
ello con el fin de proporcionar los elementos de 
análisis necesarios para la lectura de los resul-
tados del presente estudio:

Violencia Sexual: La definición general de vio-
lencia sexual está tomada de la Ley 1146 de 
2007, dirigida precisamente a la prevención y 
atención de la violencia sexual contra niños y 
niñas en Colombia12. En este escenario, hemos 

10 Para un mayor desarrollo de estos conceptos ver Anexo 1. 
11 De acuerdo con los lineamientos metodológicos del Observato-

rio de Niñez y Conflicto Armado de COALICO.
12 […] se entiende por violencia sexual contra niños, niñas y ado-

lescentes, todo acto o comportamiento de tipo sexual ejercido 
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región. Es decir, el control o la disputa territo-
rial a través de la confrontación armada es solo 
uno de los escenarios de manifestaciones del 
conflicto armado, por lo tanto no es necesario 
que este se de para que sucedan violaciones a 
los derechos humanos en el marco del conflicto, 
entre estos las violencias sexuales. 

Cuantificación aproximada por fuentes contras-
tadas con datos consolidados: Se refiere a un 
proceso de expresar en términos numéricos el 
resultado de un ejercicio realizado a partir de 
datos estadísticos de conteos previos por los 
múltiples sistemas de información menciona-
dos que se contrastan, jerarquizan resultan en 
la selección de valores para cada municipio de 
acuerdo con unos criterios específicos, en cada 
uno de los años parte del periodo de estudio. 

Marco Temporal

Para el ejercicio concreto de cuantificación se 
delimitó el periodo, a aquel comprendido entre 
los años 2008 a 2012. La decisión de tomar este 
período como referencia se sustentó en razo-
nes de carácter operativo. En el 2007 Medicina 
Legal, como referente de información pública 
al respecto, incorporó dentro de sus catego-
rías de presunto agresor a los actores arma-
dos. Dado el objetivo de visibilizar la violencia 
sexual contra NNA en el marco del conflicto 
armado y las limitaciones metodológicas que 
este ejercicio supone- y que se exponen más 
adelante- se optó por delimitar el periodo a 
aquel, en el que los sistemas de información a 
revisar pudieran arrojar datos completos, en 
especial en lo que tiene que ver con el presunto 
perpetrador. El período escogido por lo tanto, 
no desconoce la violencia sexual ocurrida antes 
del 2008, y mucho menos pretende invisibilizar 
a las víctimas. Responde, entonces, a la falta 
de información sobre la categoría conflicto ar-
mado, en los sistemas de información usados 
en el proceso de cuantificación aproximada, 
antes de la fecha mencionada. 

Gestión de información

El proceso de gestión de información tuvo tres 
momentos simultáneos de implementación. i) 
Solicitudes de información cuantitativa, pre-
cedidas generalmente por reuniones bilatera-
les con las instituciones responsables de esta 
información. ii) Recopilación de información 
documental. Y iii) Gestión de información de 
contexto local a través de viajes regionales 
con entrevistas a organizaciones no guberna-
mentales locales, nacionales e internacionales; 
organismos intergubernamentales; Defensoría 
del Pueblo; e instituciones de orden nacional 
y territorial como el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF) y la Unidad para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
(UARIV), entre otras. 

Frente a la información situacional 
o de contexto local 

Con el fin de tener información de todas las 
regiones de Colombia, se propusieron visitas a 
cada una de ellas. Para ello se utilizó el criterio 
de región reconociendo las diferencias en las 
dinámicas territoriales dentro de las mismas 
regiones, pero priorizando las ciudades capita-
les y centros urbanos más representativos de 
cada una de ellas, por presencia institucional 
y por la posibilidad de concentrar información 
en términos departamentales. Se visitaron 14 
municipios para abarcar información situacio-
nal de orden departamental y/o regional de la 
siguiente manera:

• Región Andina: Bogotá (con interés en la 
información de orden nacional), Medellín y 
Cúcuta. 

• Región Atlántica: Montería, Sincelejo y 
Cartagena 
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• Región Pacífica: Pasto y Popayán15, 
Buenaventura, y Cali 

• Región Orinoquía: Villavicencio16 y Arauca 

• Región Amazonía: Puerto Asís y Mocoa.  

Se priorizaron estos municipios para cada una 
de las regiones como estrategia para la amplia-
ción de la cobertura de los viajes regionales, 
de manera que fuera posible tener información 
(aun cuando parcial) de buena parte del terri-
torio nacional. 

En cuanto a las entrevistas estas fueron bilate-
rales y semi-estructuradas con cuatro ejes: 

1. Contexto situacional: zonas en el depar-
tamento de mayor incidencia del conflicto 
armado, o mayor presencia/control de los 
actores armados. 

2. Violencias sexuales: Formas, víctimas recu-
rrentes y victimizaciones adicionales deri-
vadas de la agresión sexual. 

3. Registro: Existencia y estado de los regis-
tros locales, dificultades del registro. 

4. Respuesta: Mecanismos de atención y pro-
tección, y organizaciones o instituciones que 
trabajan con víctimas de violencia sexual en 
la región. Entendiendo la heterogeneidad de 
la información a recopilar, los actores selec-
cionados fueron organizaciones sociales con 
trabajo directo con niñez o con víctimas de 
violencia sexual, instituciones locales como 
los Centro de Atención Integral para Vícti-
mas de Violencia Sexual (CAIVAS), ICBF, 
Secretarías Departamentales y Municipales 

15 Si bien tanto Pasto como Popayán hacen parte de los territorios 
Andinos, están categorizadas en la región Pacifico por el interés 
de hacer énfasis en las dinámicas del conflicto armado en el pie 
de monte costero y la costa pacífica evidenciadas en el monito-
reo de Niñez y Conflicto Armado - COALICO.

16 Especialmente en esta región por las dinámicas territoriales del 
departamento, a pesar de su cercanía geográfica con Bogotá.

de Salud, Defensoría del Pueblo, Persone-
rías, y organismos internacionales con pre-
sencia en el terreno ente otras.

Frente a la información 
cuantitativa

En Colombia, se han aplicado por lo menos 
tres metodologías para cuantificar violaciones a 
los derechos humanos en el marco del conflicto 
armado. La primera definida como Estimación 
por medio de Sistemas Múltiples, propuesta por 
Lum et.al (2010), que no solamente permite a 
través de estimadores insesgados estimar el nú-
mero de víctimas (en este caso), sino que ade-
más supone la posibilidad de estimar el subre-
gistro asociado con la no denuncia.17  

La segunda, corresponde a un Método de con-
trastación de fuentes con microdato, es decir 
a partir de información de modo, tiempo y lu-
gar precisos de cada una de las victimizaciones 
estimar un número cercano de víctimas, esta 
metodología en particular ha sido utilizada por 
Cifras y Conceptos en la medición del secuestro 
en Colombia. 

Finalmente la seleccionada por el tipo de infor-
mación disponible, fue la cuantificación aproxi-
mada por fuentes contrastadas con datos con-
solidados, es decir a partir de datos estadísticos 
de conteos previos por los múltiples sistemas 
de información se contrastan, jerarquizan y se-
leccionan valores para cada municipio, en cada 
uno de los años parte del periodo de estudio.

Está metodología parte de la existencia de múl-
tiples registros incompletos y diferentes sobre el 
mismo hecho, y requiere consolidar los datos en 
categorías de análisis homogéneas (desagrega-

17 En el caso Colombiano, la utilización de esta metodología su-
pondría el acceso a listas con los números de identificación indi-
vidual de las víctimas (Número tarjeta de identidad o Número 
Único de Identificación Personal – NUIP), información que por 
su carácter sensible es reservada, imposibilitando el uso de esta 
metodología para el desarrollo de la presente investigación. 
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ción demográfica, unidad geográfica y temporal, 
tipo de violencia sexual en cada caso concreto) 
para finalmente, de acuerdo con el marco con-
ceptual y misional de cada una de las fuentes in-
cluidas, validar registros y eliminar aquellos que 
se identifiquen como potencialmente repetidos.

Cuantificación Aproximada por 
Contrastación de Fuentes

Para la recolección de información estadística 
se consultaron varias instituciones que se han 
clasificado en tres tipos de registro y cuya ca-
racterización se describe en detalle en el anexo 
3. El registro administrativo (Instituto Colom-
biano de Bienestar Familiar y la Unidad para la 

atención y Reparación integral a las víctimas.); 
el registro médico (Instituto Nacional de Salud 
y el Ministerio de Salud) y el registro judicial 
(Consejo Superior de la Judicatura, Fiscalía 
General de la Nación y el Instituto Nacional de 
Medicina Legal).

Se realizaron 152 solicitudes formales de infor-
mación a 15 tipos de instituciones que atienden 
procesos relacionados con víctimas de violencia 
sexual o niñez y conflicto armado entre otras. 
Los instrumentos de solicitud dependieron de la 
fuente consultada. Dada la heterogeneidad de las 
fuentes y de los sistemas de información, las cate-
gorías y variables asignadas para cada hecho di-
fieren. En la tabla siguiente se resume la informa-
ción mínima solicitada y las fuentes consultadas. 

InformaCIón solICItada

dato: número de víctimas de violencia sexual menores de 18 años en el conflicto armado

fuentes:

fiscalía General de la nación 
CaIVas
ICBf
defensorías regionales
defensorías seccionales
Consejo superior de la judicatura
CICr
Instituto nacional de salud (nacional y departamentales)
oPs
Personerías municipales
Instituto nacional de medicina legal 
ministerio de salud
ministerio de defensa
secretarías departamentales de salud o su equivalente
observatorios locales de salud Pública
unidad para la atención y reparación Integral a las Víctimas

Periodo: 2008 a 2012

desagregación:

Por edad
Por sexo
Pertenencia étnica
municipio de ocurrencia
año de ocurrencia
Presunto agresor

solicitudes: 152 solicitudes en total

Tabla 1. Gestión de Información
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Tras el proceso de solicitud, seguimiento y even-
tual reiteración, se recibieron 90 respuestas, es 
decir el 59,8% de todas las instituciones con-
sultadas entregaron la información solicitada. 
A nivel nacional todas las fuentes entregaron la 
información excepto el Instituto Nacional de Sa-
lud, cuya información fue gestionada a través de 
sus oficinas regionales y de las Secretarías De-
partamentales de Salud, ya que, de acuerdo con 
los funcionarios delegados, toda la información 
estadística del INS es pública, excepto la corres-
pondiente a las categorías nuevas de violencia, 
en particular a la asociada con conflicto armado. 

Sobre la base de la información recibida, se de-
sarrolló el proceso de cuantificación, compuesto 
de cuatro pasos: 

1. Depuración y control de la información: 
para su homogenización en categorías y ni-
veles de desagregación equiparables. Des-
agregación de datos consolidados a la mí-
nima unidad común posible para todas las 
fuentes, esto es, como se verá más adelante: 
año de ocurrencia, sexo y municipio. 

2. Jerarquización de fuentes: las nacionales 
sobre las territoriales. Estas últimas sola-
mente se utilizan cuando para un municipio 
en particular no existen datos consolidados 
en el orden nacional pero si en niveles terri-
toriales (departamental, municipal). 

3. Selección del mayor valor por municipio: 
Cuando para cada municipio, al finalizar el 
proceso de jerarquización existen datos de 
más de una fuente, se seleccionará el mayor 
valor para cada sexo (niños, niñas). El ejer-
cicio se desarrolla de manera independiente 
para cada año.

4. Datos departamentales y dato nacional: Al 
finalizar el ejercicio existirá un dato para 
cada sexo en cada municipio, en tal sentido 
se hará la agregación de los datos munici-
pales por departamento, y los departamen-
tales para el total nacional por sexo y año. 

Los resultados de este proceso arrojaron la si-
guiente información:

1. Cobertura geográfica: se consiguió infor-
mación del 94% de los municipios del país 
(1.070 de los 1.130 existentes).

2. Fuentes consultadas con algún tipo de 
respuesta: Fiscalía General de la Nación, 
CAIVAS, Defensorías Regionales, Defen-
sorías Seccionales, Consejo Superior de la 
Judicatura, Instituto Nacional de Salud 
(Departamentales), Personerías Municipa-
les, Instituto Nacional de Medicina Legal, 
Ministerio de Salud, Secretarías Departa-
mentales de Salud o su equivalente, y Ob-
servatorios Locales de Salud Pública. 

3. Períodos con información: 2008, 2009, 2010, 
2011 y 2012. Aunque por la diferencia entre 
los datos 2008 – 2010 y 2011 – 2012, éstos 
no son comparables en el tiempo para iden-
tificar tendencias en el tiempo. 

4. Desagregación:

• La información está desagregada a nivel 
municipal, lo que permite que la meto-
dología se desarrolle desde está unidad 
política-administrativa hacia los depar-
tamentos y el país. 

• La información recolectada, está desagre-
gada por año de ocurrencia del evento. 

• Respecto al presunto agresor, la variable 
proxy18 es la que permite determinar si el 
evento puede caracterizarse en el marco 
del conflicto armado. Este mecanismo no 
es necesariamente preciso, pero, es la al-
ternativa más viable frente a la informa-
ción disponible. Los registros están cate-

18 Una variable proxy, es aquella que se utiliza para representar 
otra que no puede ser medida o identificada. En este caso el 
actor armado no es sí mismo el ¨conflicto armado¨ pero si per-
mite identificar la existencia del miso a través de su presencia. 
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gorizados individualmente, por tipo de 
grupo o por una denominación general 
del actor/es armados o redes de apoyo 
a los mismos, dependiendo del registro. 

• La desagregación demográfica es la más 
incompleta y la que restringió el alcance 
de los resultados de la estimación res-
pecto a la especificidad de la población 
afectada.

 La información homogenizada no está 
desagregada por edad más allá de “me-
nor de 18 años” porque las categorías de 
los registros son todas diferentes. Hay 
registros que presentan datos por ciclo 
etario, otros tienen la edad especificada 
en años, otros tienen -menor de 14 años 
y entre 15 y 17 años-, y otros solamente 
dan cuenta de -menores de 18 años-. Así, 
para poder comparar y contrastar las 
fuentes, es necesario homogenizar los da-
tos a la mínima unidad de desagregación 
común posible para todas las fuentes, en 
este caso menores de 18 años. 

• La mayoría de los registros tienen des-
agregación por sexo, por esta razón la 
cuantificación final si hace la distinción 
entre hombres y mujeres.

• Frente a la pertenencia étnica, solamente 
3 de 90 respuestas incluyeron informa-
ción relacionada con la misma, las demás 
omitieron la categoría en su respuesta. 

Depuración y control

Para la aplicación del método enunciado fue 
necesario depurar los registros que no cumplie-
ran con las condiciones mínimas que permitie-
ran asegurar que los niños y niñas víctimas de 
violencia sexual registradas por alguno de los 
sistemas de información consultados hubiesen 
sido víctimas de violencia sexual en el marco 
del conflicto armado en el periodo seleccionado.  

Para lo anterior se aplicaron los siguientes con-
troles:

Respecto al periodo, en las solicitudes realiza-
das a todas las instituciones se solicitó expre-
samente “periodo de ocurrencia”. Como meca-
nismo de control se solicitó también “periodo 
de registro”. En cuanto a las cifras del registro 
médico se solicitó fecha exacta (día, mes, año). 
En el caso del registro medico por la naturaleza 
de este sistema y porque el acceso al sistema de 
salud suele ser inmediato cuando resultan se-
cuelas físicas de la agresión, no se supone duda 
en los casos en los que las fechas coinciden. 

Respecto al lugar de ocurrencia, se hizo de 
igual forma que frente al periodo. Sin embargo, 
no se eliminaron registros cuyo lugar de ocu-
rrencia y registro fuera el mismo, dado que no 
es excluyente de la manera que lo es con el re-
gistro administrativo y el judicial en lo que al 
periodo se refiere. 

Respecto al conflicto armado, como se men-
cionó anteriormente, se consideran hechos del 
conflicto armado los referidos por la Corte 
Constitucional en la sentencia T-781 de 2013. 
Es decir, hechos de violencia sexual perpetrados 
presuntamente por actores armados legales e 
ilegales, identificados o no, en aquellos registros 
donde no es evidente que el presunto agresor es 
un actor armado, se eliminan. 

Respecto al riesgo de duplicidad, dado que es 
un proceso de contrastación y no de suma, se 
selecciona el mayor valor y se omiten los demás 
para cada municipio, de tal manera que se re-
duce el riesgo de duplicidad. Sin embargo, exis-
te la posibilidad que un niño o niña haya sido 
víctima de violencia sexual en el mismo periodo 
más de una vez y cada vez tenga acceso a por lo 
menos un tipo de registro. 

Respecto al riesgo de subregistro, si bien se 
toma el valor más alto de un importante nú-
mero de fuentes, en la mayoría de los munici-
pios, la prevención de la duplicidad incenti-
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va el subregistro, por tal motivo solamente se 
puede referir al resultado en términos de “por 
lo menos 48.915 niños, niñas y adolescentes 
fueron víctimas de violencia sexual en el marco 
del conflicto armado y tuvieron acceso a por lo 
menos un tipo de registro”

Bondades del método y sus resultados

1. Permite llegar a una cifra aproximada, que 
dé cuenta del número de NNA víctimas de 
violencia sexual que tuvieron acceso a por 
lo menos un mecanismo de registro oficial. 

2. Reduce ostensiblemente el riesgo de dupli-
cidad pues selecciona de un conjunto de va-
lores el más adecuado de acuerdo con unos 
parámetros.

3. Rescata los avances de los sistemas de in-
formación nacionales en términos de unas 
categorías mínimas fundamentales. 

4. Permite evidenciar que efectivamente si 
existen múltiples problemas asociados al 
registro, y que si existe información, aun-
que parcializada y dispersa. 

Limitaciones del método y sus resultados

1. Incentiva la sub-estimación del fenómeno 
de violencia sexual, dado que no permite 
estimar un subregistro y por lo tanto el 
número de víctimas que no tuvieron ac-
ceso a atención médica, asesoría legal ni 
atención y asistencia administrativa. En 
el mismo sentido, ignora población que 
puede estar en un registro (no priorizado) 
pero no en los otros, con el fin de evitar 
duplicidad.

2. No es una aproximación probabilística, por 
lo tanto no utiliza estimadores. 

3. Enfrenta todas las debilidades propias de 
un proceso de cuantificación de violacio-
nes a derechos humanos en escenarios de 
conflicto armado, en particular por que la 
presión de los adultos sobre los niños y las 
niñas supone una barrera estructural y cul-
tural para la denuncia y el registro. 
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CaPÍtulo II

¿Cuántas y cuántos?

alguno de los registros. Esto permite inferir una 
situación particular con dos visiones: 

1. La mayor cantidad de datos a nivel de-
partamental se concentra alrededor de las 
capitales (a excepción de Tumaco, Buena-
ventura y Barrancabermeja), lo que sugiere 
que la probabilidad de registro de violencia 
sexual en contextos de conflicto armado, es 
mayor en las capitales. 

2. El subregistro se concentra en las áreas de-
partamentales más alejadas de las ciudades 
capitales con menor presencia de institucio-
nes y organizaciones. 

Adicionalmente, ya que las expresiones de vio-
lencia sexual en el territorio varían en función 
de los actores armados presentes, del nivel de 
control territorial y de las dinámicas de la con-
frontación armada a nivel local; las formas in-
visibles por la normalización u otros factores, 
constituyen otra forma de subregistro asociada 
al espacio. Esto no quiere decir que la ocurren-
cia en las zonas de registro no sea estadística-
mente significativa, solo pretende determinar la 
identificación de posibles zonas geográficas de 
subregistro y evidenciar que el alcance de la 
información que se presenta tiene restricciones 
–metodológicamente mínimas- considerables 
desde el principio de realidad. 

Antes de comenzar con las cifras es funda-
mental tener presente, que cada unidad es 

la representación numérica de una niña o un 
niño víctima de violencia sexual por actores ar-
mados legales e ilegales; que son hechos que al-
guien pudo contar y registrar, y por último que 
detrás de cada uno hay una historia, la de ese 
niño o niña, que no tendría por qué ser parte de 
esta lista. Además, hay que tener muy presentes 
a todas aquellas y aquellos cuyas historias per-
manecen en el silencio. 

De la ocurrencia al registro

Una de las preocupaciones en el desarrollo me-
todológico de cuantificación aproximada por 
fuentes contrastadas, especialmente a la luz de 
los datos disponibles, es la de que la ocurrencia 
de un evento, no necesariamente garantiza su 
registro. De hecho la existencia del subregistro, 
y la frecuencia del registro, no suponen la fre-
cuencia de la ocurrencia de un evento en un 
lugar determinado. 

El mapa 1, presenta víctimas/eventos cuanti-
ficados de acuerdo al lugar de ocurrencia y la 
relación entre la concentración geográfica de los 
eventos con las ciudades capitales19 incluidas en 

19 Se asumen las ciudades capitales como parámetro de relación, 
teniendo en cuenta que la presencia institucional – en principio 
garantizaría mayor acceso a los registros - y existen mejores 
niveles de escolaridad, de la población en general. 
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Mapa 1. Ocurrencia/Registro de Violencia sexual contra NNA en contextos de conflicto armado 
con relación a la distancia entre el lugar del hecho y las capitales departamentales.

 Capitales

NNA Víctimas
 1 punto = 1
 TOTAL
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Las cifras en los contextos 
territoriales20

Como se evidenciará más adelante, en la reali-
dad se han normalizado muchas prácticas que 
no se consideran violencia sexual, aún cuando 
en términos jurídicos y conceptuales lo sean. 
Además existe un grupo de víctimas, niños y ni-
ñas, que han sido testigos de agresiones sexua-
les a sus madres, que han tenido que presenciar 
agresiones a mujeres de sus familias y pese a 
que no son víctimas directas, si son víctimas de 
este tipo de hechos y permanecen todavía más 
invisibilizados.

De acuerdo con la información procesada, en 
1.070 municipios de los 1.13021 existentes, en-
tre 2008 y 2012, hubo al menos 48.91522 casos 
de menores de 18 años víctimas de violencia 
sexual: 41.313 niñas y 7.602 niños, donde el 
presunto perpetrador fue un actor armado. 
En 201223 al menos, 13.230 NNA fueron vícti-
mas de violencia sexual donde el agresor fue 

20 El Anexo 3. contiene las tablas con todos resultados departa-
mentales y municipales de los años analizados

21 Número correspondiente a la división política administrativa 
de Colombia por el DANE a 2013.

22 Ver Anexo 3. 
23 De acuerdo con la información obtenida de los diferentes sis-

temas de información y del ejercicio de contraste, se evidencia 
en 2011 un sustancial incremento de las cifras respecto a años 
anteriores, superior al 44%, lo que puede indicar, o bien un 
aumento este tipo de las violencias sexuales contra NNA o bien 
un aumento del registro por la diseminación de sistemas de 
información con categorías referentes al conflicto armado. Lo 
que sí se puede valorar es el incremento entre 2009 y 2010, 
significativo de hecho, y la tendencia estable de 2011 a 2012. 

un actor armado y tuvieron acceso por lo me-
nos a algún tipo de registro; de estos 2.412 
son niños y adolescentes varones y 10.818 
niñas y adolescentes mujeres. Lo anterior 
implica que entre 2008 y 2012 cerca de 2724 
niñas y niños fueron agredidos a diario en 
territorio nacional, en el marco del conflicto 
armado colombiano. 

En este período, de acuerdo a los datos, los 
departamentos más afectados según los regis-
tros son, Antioquia, Valle del Cauca, Nariño, 
Santander y la ciudad de Bogotá, (56% de los 
NNA víctimas registrados),-1.327 niños y 5.379 
niñas-. La Gráfica 2, evidencia la poca infor-
mación disponible en la región Amazonía. Allí, 
la militarización del territorio, la presencia de 
cultivos de uso ilícito, y de actores armados ile-
gales, y la articulación de redes de prostitución 
forzada dada la presencia de contratistas forá-
neos en la explotación petrolera y fumigación 
de cultivos, han evidenciado prácticas recurren-
tes de violencia sexual, que a pesar de haber 
sido denunciadas por la sociedad civil y la co-
munidad internacional (Mesa de Género EHL, 
2011) no están registradas. 

Respecto a la tendencia espacial de 2012, son los 
mismos departamentos los de mayor registro, 
(mapa N° 2). Los municipios que más víctimas 
registran en 2012, son Bogotá, Medellín, Cali, 
Tumaco, Pasto, Pereira y Barrancabermeja.

24 48.915 NNA divididos entre 365 días X 5 años, da 26,8 diarios, 
pero al trabajar unidades discretas, se aproxima a 27

2009 2010 2011 2012
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2008
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Gráfica 1. NNA, víctimas de violencia sexual en Colombia en escenarios de conflicto armado.
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Mapa 2. NNA víctimas de violencia sexual en 2012 por Departamento de ocurrencia
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En particular, este fenómeno se evidencia en 
la zona comprendida por los departamentos 
de Córdoba, Sucre y Bolívar donde en 2012 se 
presentaron el 5,6% de las víctimas, es decir, 
743 NNA. Si bien dentro de los mismos depar-
tamentos existe heterogeneidad del territorio y 
no es lo mismo hablar del sur de Córdoba o los 
Montes de María, hay prácticas recurrentes po-
siblemente asociadas al tipo de actores armados 
presentes en la región. 

El mapa N° 3 evidencia una importante ausen-
cia de registro también en la zona suroriental. 
Durante este año los datos se concentran alre-
dedor de las cordilleras y en la costa pacífica del 
sur occidente del país, específicamente en Bue-
naventura y Tumaco. Entre tanto, el resto del 
país, evidencia la ocurrencia de casos a través 
de la documentación de los mismos que hacen 
las organizaciones locales, pero no a través de 
los registros cuantitativos. 
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Gráfica 1. NNA, víctimas de violencia sexual en Colombia en escenarios de conflicto armado.
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Mapa 3. NNA víctimas de violencia sexual en 2012 por municipio de ocurrencia
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Tabla 3. Cuantificación aproximada a nivel departamental de niñas y niños víctimas de violencia 
sexual en Colombia.25

dePartamento
2008 2009 2010 2011 2012

niñas niños niñas niños niñas niños niñas niños niñas niños

antioquia 742 137 796 117 1144 168 1225 203 2075 263

atlántico 170 32 183 27 266 36 280 47 274 39

Bogotá, d.C. 847 141 914 107 1308 164 1389 235 1366 155

Bolívar 149 29 162 25 232 36 254 49 247 48

Boyacá 181 35 188 25 289 39 432 60 342 34

Caldas 133 33 147 37 194 35 242 54 242 51

Caquetá 73 15 82 11 114 17 126 25 204 34

Cauca 128 20 135 16 201 28 226 40 248 41

Cesar 145 20 178 19 219 27 278 38 300 42

Córdoba 148 26 153 22 227 36 246 49 238 45

Cundinamarca 317 82 284 53 418 84 437 102 428 75

Chocó 52 5 56 7 82 10 93 21 102 25

Huila 156 40 156 21 234 33 242 45 257 47

la Guajira 37 6 39 7 60 12 64 10 60 9

magdalena 95 24 92 15 132 22 137 23 134 21

meta 523 62 154 32 209 36 183 59 240 128

nariño 116 20 253 131 396 23 590 529 698 510

norte de santander 151 24 163 25 233 31 213 28 241 39

Quindio 82 17 85 15 125 21 42 8 130 26

risaralda 163 24 180 23 256 53 2455 63 280 216

santander 291 57 304 49 451 65 687 115 701 180

sucre 89 14 91 11 136 19 149 24 142 23

tolima 201 44 197 34 296 48 325 60 311 56

Valle del Cauca 419 77 448 64 647 93 585 101 1240 219

arauca 27 5 24 7 39 12 86 16 45 12

Casanare 54 11 54 11 78 14 102 24 87 16

Putumayo 24 3 21 6 31 5 67 18 125 42

archipiélago de san andrés, 
Providencia y santa Catalina

17 2 8 1 18 4 5 1 13 2

amazonas 24 4 17 4 21 3 17 7 21 8

Guainía 2 0 2 0 4 0 6 2 3 0

Guaviare 24 5 19 10 14 2 31 3 16 4

Vaupés 1 0 1 0 2 0 10 2 2 0

Vichada 2 0 9 1 7 2 10 4 6 2

 total 5583 1014 5595 933 8083 1178 11234 2065 10818 2412

25  Las cifras desagregadas por municipio se encuentran en el anexo 3.
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Información por Regiones

La información que se presenta a continuación 
es el análisis de los resultados de la cuantifi-
cación aproximada en el marco los contextos 
situacionales locales, identificados durante las 
visitas a terreno en las entrevistas con las fuen-
tes ya mencionadas. 

Región Atlántica

El mapa a continuación, evidencia que en esta 
región el registro grueso se concentra en Monte-
ría, Sincelejo y Cartagena, posiblemente por las 
dinámicas del conflicto armado en los centros ur-
banos, que responden a otros escenarios y a otras 
potencialidades estratégicas para su explotación.

De acuerdo con el reconocimiento del espacio, 
se evidencia que las regiones identificadas por 

las organizaciones e instituciones en terreno, 
son las de mayor precepción de incidencia de 
violencia sexual en escenarios de conflicto ar-
mado; y además, son muchas veces las mismas 
zonas identificadas como de mayor conflictivi-
dad. Así mismo, se comparan con los resultados 
de la cuantificación de acuerdo con el registro, 
para hacer un análisis de la relación percepción-
ocurrencia-registro en la zona.

Esto nos muestra que las zonas señaladas según 
las entrevistas como de mayor incidencia, se 
concentran en los tres departamentos visitados. 
Así mismo, con el mismo criterio, están refleja-
das dos zonas donde el conflicto y la violencia 
sexual son más frecuentes, Montes de María y 
La Mojana. En los relatos de las personas entre-
vistadas aparecen dos municipios de Antioquia 
(Arboletes y Nechí) que no fueron señalados 
como externos a los departamentos o a la región. 

Mapa 4. Región Atlántica
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Este elemento da cuenta de la regionalización 
del conflicto armado y de la percepción del te-
rritorio más allá de las fronteras político admi-
nistrativas. 

En este espacio, fue posible identificar por lo 
menos cuatro formas de violencias sexuales re-
currentes contra los NNA en particular, diferen-
tes al imaginario de violencia sexual que tienen 
las comunidades y que por esta razón, tienen 
mayor probabilidad de ser especialmente invisi-
bles frente al registro. 

La primera es el “enamoramiento”. La segunda, 
esclavitud sexual en la que los grupos armados se 
llevan a las niñas para ser “compañeras” (escla-
vas) sexuales temporales de los comandantes de 
estos grupos. En la tercera los actores armados 
entran a las casas de las personas y se alojan allí 
con o sin el consentimiento de las familias, y és-
tas a su vez tienen que alimentarlos, mantenerlos 
y protegerlos de otros armados; en ese escenario, 
pueden abusar sexualmente de las mujeres y ni-
ñas en la casa, o muchas veces las familias pre-
fieren desplazarse para evitar estas situaciones. 
La cuarta, está asociada con la administración 
de las redes de trata de niñas y niños con fines 
de explotación sexual por parte de los actores 
armados. En Cartagena en particular, la diná-
mica involucra el turismo y las condiciones de 
miseria y extrema vulnerabilidad de la población 
en situación de desplazamiento. En Córdoba y 
Sucre en cambio, está directamente relacionado 
con la esclavitud sexual; en la minería del sur 
de Córdoba y la zona del bajo cauca antioqueño 
principalmente, también sucede con las cárceles, 
donde llevan a las niñas y algunos niños y los 
obligan a prácticas de explotación sexual. 

En Sucre en particular fue posible identificar que 
la violencia sexual contra los jóvenes es utilizada 
como mecanismo de control a partir del castigo, 
la humillación y el chantaje. Alimentado por los 
mitos que asocian el abuso sexual de los acto-
res armados hacia niños y adolescentes varones, 
con la homosexualidad de la víctima, que en los 
contextos patriarcales comunes en zonas rurales 

tiene implicaciones sociales que potencian la sen-
sación de culpa y estigmatización a la víctima. 

Además de estas formas de violencia, que no 
necesariamente cuentan con los mejores niveles 
de registro, existe una situación particular, en 
la que los actores armados se han convertido 
en administradores de la justicia, e incluso en 
casos donde no son ellos mismos los agresores 
sino son civiles. La denuncia no se hace porque 
son los armados los que resuelven el castigo 
para unos y otros.

Gráfica 3. Municipios con mayores cifras  
de NNA víctimas en Bolívar
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Gráfica 4. Municipios con mayores cifras 
de NNA víctimas en Córdoba
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En Córdoba los municipios con mayor inciden-
cia de conflicto armado y violencia sexual26, de 
acuerdo a la información cualitativa son: Plane-
ta Rica, Montelíbano, Puerto Libertador, Tie-
rralta, Ayapel, Alto Sinú, Montería, San An-
tero, León Medio, San José de Uré, Valencia 
y Versalles. También la zona costanera como 
Lorica, Moñitos, Canaletes, Los Córdobas, Ar-
boletes. En Sucre y Bolívar la zona de Montes 
de María (Los Palmitos, San Onofre, Ovejas, 
Colosó, Chalan, Sincelejo mismo, El Carmen de 
Bolívar, María la Baja, San Juan Nepomuce-
no) y además Sampues, Majaguan, San Benito, 
La Mojana, Corozal, Zambrano, y Cartagena. 
Esto se evidencia también a través de los datos 
cuantitativos, como ilustran las gráficas 4, 5 y 
6, dado que los municipios señalados coinciden 
en la mayoría de las veces con los 10 municipios 
con mayores registros, para cada departamento.

Región Pacífico

La región occidental especialmente hacia el sur 
del país, ha sido uno de los epicentros más visi-
bles de la confrontación armada en los últimos 

26  Véase mapa 3 

dos años. Aquí la presencia de población étnica, 
tanto afro descendientes como indígena y la he-
terogeneidad de los escenarios rurales y urbanos 
(dependiendo de su ubicación costera o en la 
cordillera), hacen que se presenten tendencias 
similares a las de otras regiones del occidente y 
el norte del país. 

Las visitas realizadas a Nariño y Cauca, fueron 
a las ciudades capitales que se encuentran en la 
zona Andina de los departamentos; aunque la 
dinámica donde el conflicto es más fuerte y la 
violencia sexual en este escenario más recurren-
te, es la costa pacífica de estos departamentos, 
donde los patrones de victimización y control 
social guardan mayor relación con la región Pa-
cífico del País que con la zona Andina. Es por 
esta razón que Pasto y Popayán entran en esta 
región y no en otra. 

Las zonas con mayor número de víctimas de 
violencia sexual según la cuantificación coinci-
den con las que se identificaron a través de las 
entrevistas. Es decir, los municipios de la costa 
pacífica y algunos de la frontera con Ecuador 
en Nariño. 

Asimismo, se identificaron otras zonas con me-
nores niveles de registro, principalmente concen-
tradas en las zonas costeras. En los escenarios 
urbanos, por ejemplo, en el Valle del Cauca, 
hablando en concreto de Buenaventura y Cali, 
también se estructuran las violencias a través de 
la presencia de los grupos pos-desmovilización 
(GPD) en las ciudades, y de su articulación 
con las bandas locales. El “enamoramiento” es 
también una de las formas más visibles (en el 
trascurrir cotidiano) de violencia sexual, pero 
además es utilizada como estrategia de recluta-
miento ilegal. Las niñas consideradas más “bo-
nitas” son seleccionadas y reclutadas para ser-
vir de “carnada” y cometer otro tipo de delitos, 
hurtos, secuestros y extorsiones, entre otros. 

Adicionalmente, la orientación sexual de los y las 
adolescentes ha generado que se declaren objeti-
vos militares, los adolescentes que no son hetero-

Gráfica 5. Municipios con mayores cifras 
de NNA víctimas en Sucre

Niñas Niños

Coveñas

Sampués
Galeras

0 20 40 60 80 100 %

San Marcos
Corozal

Sincelejo

San Benito

San Onofre

Tolú viejo

Santiago de Tolú

 3 0
 3 1
 3 1
 3 1
 6 2
 9 2
 9 2
 11 2
 11 2
 50 7



    Informe sobre violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes en el conflicto armado en Colombia 31

sexuales deben salir de la ciudad o ser víctimas 
de violencias en general y en particular de la vio-
lencia sexual como mecanismo de humillación, 
especialmente de los niños y adolescentes. 

Las niñas son agredidas sexualmente por ven-
ganzas entre grupos armados de otros barrios, 
es un mecanismo de control social pero también 
de medición de fuerzas entre los grupos. 

Buenaventura y Tumaco son los municipios que 
más altos valores de violencia sexual en escena-
rios de conflicto armado tienen (en los procesos 
de cuantificación), después de las ciudades ca-
pitales. Como se puede observar en el mapa 2 
en Tumaco, especialmente en el centro urbano, 
la situación es similar a la de Buenaventura en 
términos de violencia sexual.

En Tumaco el tema de la prostitución forza-
da y la explotación sexual comercial del NNA, 
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por parte de redes administradas por los ac-
tores armados es alarmante. En la zona rural 
hay una modalidad de explotación denomina-
da “chongos móviles” y consiste en que llevan 
a las niñas de vereda en vereda explotándolas 
sexualmente con los actores armados del lugar, 
legales e ilegales. Lo que genera preocupación 
es que por la presencia del puerto y de los con-
tratistas extranjeros –también sucede en otros 
municipios- y de cara a la precaria situación 
socio-económica, se ha normalizado este tipo 
de prácticas tanto en niñas como en niños. 

En Nariño, se asocia la violencia sexual contra 
niños y niñas en escenarios de conflicto al reclu-
tamiento forzado, y en escenarios concretos de 
guerrillas, porque la forma de actuar de los gru-
pos pos-desmovilización está más asociada a las 
redes de prostitución forzada y la explotación 
sexual de niños y niñas. 

De igual manera el “enamoramiento”, se iden-
tifica en todo el departamento, y como una es-
trategia utilizada por parte de todos los grupos 
armados presentes en el territorio, con el fin de 
conseguir información respecto a las dinámicas 

en la zona. Lo mismo sucede por ejemplo, en el 
norte del Cauca.

Los municipios más complicados en los depar-
tamentos están en las tres zonas, cordillera, pie 
de monte costero y la costa pacífica del depar-
tamento: Taminango, Santacruz de Guachavez, 
Bocas de Satinga, Mosquera, Francisco Pizarro, 
Policarpa, Leiva, Rosario, Tumaco, Ricaurte, el 
Charco, Samaniego, Barbacoas, Roberto Payan, 
Magüi Payan, Cumbitara, Altaquer, Olaya, 
Santa Barbara de Iscuandé, Ipiales y la Tola, 
coincidentes algunos con las cifras arrojadas 
por el proceso de cuantificación especialmente 
Tumaco e Ipiales. 

Lo que las cifras de Nariño indican de ma-
nera particular, es que hay una relación más 
cercana entre el número de víctimas niños y 
el número de niñas, como se evidencia en la 
siguiente gráfica. 

Las dinámicas de la violencia en Nariño son muy 
similares (en las zonas respecto a la cordillera y 
la costa) a lo que sucede en Cauca, y la zona de 
la cordillera a la situación en Putumayo.

Gráfica 7. Niños y niñas víctimas de violencia sexual en Nariño en 2012 (Proporción por sexo de la 
víctima)
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Región Amazonía

Está región se caracteriza por ser frontera múl-
tiple nacional y por la resistencia en el territorio 
de diversos pueblos indígenas. A sus caracterís-
ticas de frontera hay que sumar el abandono es-
tatal asociado a las distancias y las dificultades 
geográficas de acceso. Además la posición estra-
tégica por la cercanía con el Pacífico (desde Pu-
tumayo hacia Nariño), y de los pasos fronterizos 
hacia Ecuador, Perú y Brasil, ha generado que 
la presencia permanente de los actores armados 
(asentados en el territorio) constituya patrones 
de control social armado y genere practicas de 
uso y reclutamiento forzado de NNA, trata de 
personas y desplazamiento forzado (transfron-
terizo) entre otras. 

En esta región solamente se visitó un departa-
mento (dos municipios) y por lo tanto la infor-
mación cualitativa de la zona ha sido comple-
mentada con los municipios a los que se refieren 

los informes de Riesgo del Sistema de Alertas 
Tempranas de la Defensoría del Pueblo - SAT 
asociados a violencia sexual. 

En esta región, como se ve el mapa 7, se hace 
necesario complementar la información cuanti-
tativa con escenarios de contexto. De las zonas 
donde se tuvo información situacional, se evi-
dencian municipios en los niveles más bajos de 
registro, pero que son identificados como aque-
llos con mayor riesgo o incidencia de violencia 
sexual en escenarios de conflicto armado. 

De la misma manera, la situación por ejemplo 
de San José del Guaviare no es percibida como 
de especial atención, mientras en Vaupés casi 
todos los municipios tienen un bajo registro, 
cuando la información cualitativa señala esce-
narios de riesgo e incidencia de violencia sexual.

En Putumayo, la incidencia del reclutamiento 
forzado de NNA es mucho más fuerte o más vi-

Mapa 6. Región Amazonía
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sible que en otras zonas cercanas como Nariño. 
En este sentido, el patrón general es el de niños 
y niñas reclutados, que tienen relaciones sexua-
les con miembros del grupo armado de rangos 
superiores, por protección para no ser víctimas 
de otros sujetos. Asimismo, es un escenario 
para la trata de NNA con fines de explotación 
sexual o para trabajos concretos en los grupos 
armados (cocinar, lavar etc.).

De acuerdo con la información recopilada de las 
entrevistas, las empresas petroleras y las bases 
militares son referentes de explotación sexual 
de niños y niñas, de situaciones de esclavitud 
sexual y como consecuencia de embarazos a 
temprana edad. 

Los municipios donde la situación es más de-
licada, son prácticamente todos los del depar-
tamento: Puerto Caicedo, La Hormiga, Puerto 
Asis, Puerto Leguizamo, Orito, San Miguel y 
Sibundoy. En Putumayo se registraron 167 ca-

sos en 2012, casi el doble que en 2011 para el 
que se cuantificaron al menor 85 NNA agredi-
dos sexualmente por grupos armados. 

Región Orinoquía

En la región del oriente del país como sucede 
en Putumayo y parte de Nariño, a pesar de 
la distancia geográfica, la violencia sexual está 
directamente relacionada con el reclutamiento 
forzado. 

En Arauca es más común el reclutamiento de 
niñas27. Las organizaciones e instituciones perci-
ben que cuando se reclutan a niñas, las agreden 
sexualmente y cuando se llevan a los niños y se 
enteran, por ejemplo, de que estos son homo-

27 Ejemplo de esto es el operativo del 23 de junio de 2013 que 
pretendía capturar a alías “el pescador”, donde en su esquema 
de seguridad todas eran niñas, cuatro o cinco (dependiendo de 
la fuente).

Mapa 7. Región Orinoquía
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sexuales, los torturan. Esto último no solamen-
te sucede con los grupos armados ilegales sino 
también con las fuerzas del Estado. 

Asimismo, la relación de esclavitud sexual ad-
ministrada por los actores armados para las 
industrias extractivas, petroleras principalmen-
te, ha generado dinámicas perversas en las zo-
nas cercanas a los pozos petroleros, notado en 
Arauca pero que se da también, de modo más 
invisible en el Meta.

De acuerdo con los datos arrojados de violen-
cia sexual contra niños y niñas, la información 
disponible -por la modalidad de violencia - es 
mucho más reducida que en el resto del país pre-
cisamente por la forma de violencia. Cuando las 
violencias sexuales suceden en el marco del reclu-
tamiento, generalmente solo se conoce de ellas de 
manera oficial – y cuando es posible- una vez se 
han desvinculado, o han sido capturados o han 
caído en combate, y la institucionalidad o alguna 
organización tienen acceso a las víctimas. 

Entre 2008 y 2012, en estos 3 departamentos se 
reportaron por lo menos 6.962 NNA víctimas 

de violencia sexual por alguno de los actores 
armados presentes en los territorios. 

Región Andina 

La región Andina, para efectos de este análisis es 
una zona en extremo diversa, con dinámicas eco-
nómicas, políticas y sociales diferentes. Sin em-
bargo, lo que fue posible evidenciar es que la in-
formación cualitativa recabada para esta región, 
es información que corresponde a áreas urbanas, 
en particular a las ciudades visitadas. Esto evi-
dencia, una separación entra las capitales y los 
municipios aledaños, a pesar de las políticas re-
gionales de metropolización de las ciudades. 

Se visitaron Medellín28, Bogotá y Cúcuta, don-
de la urbanización del conflicto armado ha sur-
tido diferentes etapas, pero que finalmente son 
los grupos armados pos-desmovilización quienes 
disputan el control armado de estas ciudades. 
Hay elementos comunes que se pueden ir di-

28  Si bien, se pretendía abarcar Antioquia, la información contex-
tual recopilada en Medellín, solamente da cuenta de la situa-
ción el municipio. 

Gráfica 8. Total NNA víctimas de violencia sexual en conflicto armado entre 2008 y 2012 en los 
municipios de de la región Orinoquía (Primeros 20)
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bujando en el análisis nacional o por lo menos 
regional. Una de las formas de violencia más 
frecuentes es el abuso desde el punto de vista 
de las relaciones sentimentales “voluntarias” de 
niñas desde los 12 años con los armados, bien 
sea a través de la intimidación o como un meca-
nismo de mejora del status social. Los padres y 
las madres pierden todo control sobre los y las 
niñas. Por ejemplo, son los armados quienes de-
ciden si las niñas van o no a las “farras” (ni si-
quiera ellas pueden opinar lo contrario), cuando 
se trasgrede esa “autoridad” armada general-
mente, resulta en homicidio o desplazamiento.

Asimismo, las niñas son consideradas botín de 
guerra. En las disputas territoriales de los gru-
pos armados, un mecanismo para demostrar 
control sobre la zona es a través del control a 
las niñas. Todo está regulado por los armados, 
las conductas, la ropa, los horarios, el vocabula-
rio, incluso la administración de la justicia. Los 
llamados “justicieros” son quienes resuelven lo 
que ellos consideran agresión, ya sea porque va 
a en contra de su propio poder territorial como 
contra sus amigas o familiares. 

La articulación de redes desde los barrios y las 
comunas para la explotación sexual de las niñas 
a través del reclutamiento para vender su virgi-
nidad está muy ligada al consumo de drogas y 
la dependencia que estas van generando hacia a 

sus proveedores (los armados). Existen algunos 
casos identificados de desaparición forzada en 
este tipo de escenarios, en los que no se tiene 
claro si la víctima fue asesinada o si ha caído en 
las redes de trata de personas. 

Por otro lado, está claro que los niños que no en-
tran a formar parte de los grupos armados deben 
desplazarse o sufrir torturas, humillaciones públi-
cas, homicidios, y/o robos. No hay evidencia clara 
de violencia sexual contra estos niños pero si de 
las amenazas contra sus familiares o sus novias. 

La normalización de prácticas como el “ena-
moramiento”, y la minimización de la violencia 
como algo “no tan grave” cuando se trata de 
acoso, ha generado que las niñas vivan “muer-
tas” de miedo, y generen mecanismos de auto-
protección –para no verse atractivas o generar 
escenarios de riesgo –. Por ejemplo no quieren 
hacer “fiestas de 15 años”, porque no quieren 
que ellos se enteren cuantos años tienen, aunque 
es complicado cuando los muchachos “adminis-
tradores de la violencia” son del barrio y han 
vivido toda vida allí. En estas situaciones el em-
barazo resulta una forma de sentirse protegidas 
contra los armados, así como la masculinización 
de actitudes, ropa, formas de hablar etc. 

Al respecto de lo anterior, los resultados evi-
dencian un incremento permanente y marginal-

Gráfica 9. NNA víctimas de Violencia sexual por C.A. en Medellín
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Mapa 8. Zonas de mayor percepción de VS 
en Medellín (Conflicto Armado)
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Mapa 9. Zonas de mayor percepción de VS 
en Bogotá (Conflicto Armado)
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mente creciente en los datos de violencia sexual 
contra niños y niñas víctimas de violencia se-
xual en el marco del conflicto armado. Solamen-
te Medellín reporta el 11% de todos los casos 
a nivel nacional en 2012, es decir 1.495 NNA. 
Según estos datos por lo menos 4 NNA cada 
día, son víctimas de violencia sexual perpetrada 
por actores armados. A pesar de ello y de los 
esfuerzos institucionales, la normalización del 
conflicto en general, ha permeado en la institu-
cionalidad y en los funcionarios que incluso con 
las mejores intenciones, refieren valoraciones 
como la siguiente: “En un enfrentamiento entre 
grupos armados, una bala perdida que mata a 
alguien, no es en el marco del conflicto29” y con 
los mismos criterios evalúan y validan, o no, 

29 Afirmación de una funcionaria pública responsable de sistemas 
de información sobre violencia, durante una entrevista en Me-
dellín. 

casos de violencia sexual en escenarios de con-
flicto en la ciudad. 

En los mapas 8 y 9 se evidencias las comunas 
y localidades de Medellín y Bogotá respectiva-
mente, que presentan el mayor riesgo de agre-
siones sexuales en escenarios de conflicto ar-
mado. Esto de acuerdo a la percepción de las 
organizaciones e instituciones y a los informes 
de Riesgo del SAT. 

En Bogotá por otra parte, la visión de la insti-
tucionalidad y de las organizaciones es con fre-
cuencia de carácter nacional, y existe un imagi-
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de grupos pos-desmovilización, en particular las 
Águilas Negras y sobre la situación de vulnera-
bilidad de las comunidades en la periferia frente 
a la presencia de grupos armados. Asimismo, 
por los fenómenos de conurbación con Soacha, 
el conflicto armado urbano se ha metropolizado, 
y los NNA son los grupos en mayor riesgo según 
los informes en mención. 

En Norte de Santander existen dos escenarios. 

El primero, desde la perspectiva urbana en Cú-
cuta, como Villa del Rosario, donde la dinámica 
está más asociada a lo que sucede en Medellín, 
Cali o Bogotá, con el control territorial perma-
nente de los grupos armados en la vida de las 
niñas y los niños. Pero en Cúcuta la condición 
fronteriza como territorio estratégico para el 
narcotráfico, contrabando y control de rentas 
(como en la Orinoquía) y la movilidad trans-
fronteriza permanente, dificulta la identifica-
ción de victimizaciones.

El segundo en la zona del Catatumbo, donde la 
situación es parecida a Arauca, aunque por la 
presencia de diversos grupos armados (tres gue-
rrillas y por lo menos tres grupos pos-desmovi-
lización) se configuran escenarios más comple-
jos, similares además a la dinámica de la zona 
oriental del Meta. La intensa militarización del 
territorio en el marco de la zonas de consolida-
ción territorial (el Catatumbo) y la confluencia 
de tres grupos guerrilleros y otros grupos pos-
desmovilización, han generado situaciones per-
manentes de riesgo para las comunidades. 

En términos regionales, se identificaron zonas, 
(especialmente en el corredor entre el Urabá 
Antioqueño, parte del Magdalena medio y el 
Catatumbo), en las que al control del territorio 
por parte de los actores armados, se les suma la 
explotación de recursos naturales. Esto ha per-
mitido la creación de escenarios de explotación 
sexual de niñas y niños. La trata de personas, 
desde Córdoba hacia el bajo Cauca Antioqueño 
es frecuente. Las niñas que pueden ser recupe-
radas regresan en pésimas condiciones de salud. 

Mapa 10. Zonas Andina
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CaPÍtulo III. 
¿Por qué no cuentan?

Por esta, razón medir de manera juiciosa, perió-
dica, homogénea y transparente es vital para la 
superación de la situación de vulnerabilidad de 
la población civil en el tiempo. 

Paradigma sobre el registro  
de violencia sexual en el contexto 
del conflicto armado en Colombia. 

La percepción de la sociedad civil y la comuni-
dad internacional, de acuerdo con los informes 
revisados,30 es que la invisibilidad de las vio-
lencias sexuales en Colombia, y en el mundo 
en general, derivadas de conflictos armados, ya 
sean como arma de guerra o como resultado de 
la militarización de la vida civil, entre otras, es 
consecuencia, en parte, de un alto subregistro. 
En Colombia, de acuerdo a organizaciones31 de 
la sociedad civil que han hablado al respecto, se 
reconoce la existencia del subregistro y se habla 
de un intervalo entre el 80% y el 87%.

La medición del subregistro permitiría la su-
peración de barreras respecto a la información 
del número total de víctimas. Pero debido a las 
dificultades que implica, solo puede valorarse 
a partir de de estudios casuísticos, y encues-
tas de prevalencia, como la desarrollada por 
la Campaña: “Violaciones y Otras Violencias: 

30  Véase las referencias bibliográficas. 
31  Entre otras las organizaciones forman la Campaña - Violacio-

nes y otras violencias: Saquen mi cuerpo de la guerra, Sisma 
Mujer, las que forman parte de la Mesa de Mujer y Conflicto 
Armado. Véase referencias bibliográficas. 

Los registros y la información completa (do-
cumental, cualitativa y cuantitativa) en 

escenarios de conflicto armado, no solamente 
son la verdad pública, sino la posibilidad de ali-
mentar ejercicios de preservación y/o recupera-
ción de memoria histórica de las comunidades 
frente a las violaciones de derechos humanos y 
las infracciones al derecho internacional huma-
nitario que se han sufrido individual o colecti-
vamente. Al respecto Greenhill (2010), afirma: 
la verdad es la primera víctima de la guerra por 
el reconocido poder de la información y de las 
políticas de persuasión durante períodos de con-
flicto (traducción libre, parafraseada); esta afir-
mación ilustra los impactos de la guerra en la 
información.

El papel funcional de los registros, en especial 
en situaciones de derechos humanos, se centra 
en ser:

1. Instrumento de monitoreo situacional, 

2. Una porción de la memoria histórica, 

3. Evidencia en procesos judiciales 

4. La posibilidad de dar voz a quienes han 
sido callados por y con la violencia y 

5. Base fundamental del individual y colecti-
vo para las acciones concretas de política 
pública. 
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Saquen mi Cuerpo de la Guerra” en 2010, don-
de se evidenció que un 82,15% de las mujeres 
no denuncia, lo que constituye una porción del 
subregistro. Por ello, dada la multicausalidad 
de los fenómenos sociales, la pertinencia del 
ejercicio se centró en identificar las razones po-
tenciales a nivel nacional y local para el subre-
gistro. Y es que pueden interferir elementos en 
todas las etapas del proceso de registro, y pue-
de haber obstáculos tanto coyunturales como 
estructurales. 

Barreras de acceso al registro

En este sentido, se identificaron, a través de vi-
sitas regionales, de la revisión de informes ins-
titucionales y de las respuestas a los derechos 
de petición enviados a las instituciones mencio-
nadas, por lo menos dos grupos de obstáculos 
de acceso al registro por parte de las víctimas. 
Coyunturales y estructurales

Coyunturales: En este primer grupo las restric-
ciones vienen asociadas a factores inherentes a 
la presencia de los actores armados en los esce-
narios locales, como: la ausencia de intimidad, 
seguridad y protección; la impunidad y ausen-
cia de acciones concretas y; el control social, 
cooptación institucional y/o la administración 
armada e ilegal de la justicia local. 

Estructurales: Este segundo grupo se refiere a 
procesos culturales, sociales e institucionales. 
Entre ellos la burocracia excesiva en los proce-
sos de atención y registro, la deshumanización 
en la atención a las víctimas por parte de fun-
cionarios, la presencia institucional insuficiente, 
inexistente y/o ineficiente y la normalización de 
prácticas de control social y/o agresión. 

En cuanto a las Restricciones Coyunturales se 
pueden describir de la siguiente manera: 

a. Ausencia de Intimidad, Seguridad y Pro-
tección:

El factor de no denuncia o el evitar, por 
ejemplo ir al médico es en definitiva te-
mor32. En todas las entrevistas realizadas, 
el miedo a represalias por parte de los vic-
timarios fue señalado como el principal fac-
tor de restricción. El temor, que ha sido 
reconocido desde hace años como limitante 
para el registro, ha sido identificado hacia 
los actores armados y las posibles represa-
lias. Más allá de eso, la investigación per-
mitió establecer, en los viajes regionales a 
través de las organizaciones que trabajan 
directamente con la población, que el si-
lencio se convierte en mecanismo de auto-
protección en medio del profundo impacto 
psicosocial en la vida de las víctimas, sus 
familias y comunidades.

Asimismo, el análisis de las causas asocia-
das al miedo, referenciadas en las entrevis-
tas, aporta información que permite iden-
tificar otros problemas: las víctimas tienen 
miedo por experiencias cercanas, conocidas 
o reproducidas oralmente en las comunida-
des que han indicado que no existe protec-
ción a la intimidad de las víctimas en el 
momento de la denuncia, la declaración o la 
consulta médica. Y es que, ya sea por la in-
fraestructura del lugar donde se toma, por 
la noción de confidencialidad del profesio-
nal que toma la declaración, (o denuncia o 
hace la consulta), o por la cooptación de los 
grupos armados a las instituciones locales; 
la información de carácter confidencial que 
la víctima confía al funcionario se “escapa” 
en la cadena de custodia. La consecuencia 
es muy peligrosa, ya que se entera la comu-
nidad y se producen estigmatizaciones y/o 
señalamientos como colaboradores, además 
de otras agresiones por parte de los grupos 
armados (en represalia) como homicidios, 

32  Es de vital importancia, entender, las preguntas aquí referen-
cias respecto al temor o miedo exclusivamente como el “temor/
miedo a denunciar”, porque no puede entenderse que los aquí 
mencionados sean los únicos miedos o temores que sientan las 
víctimas de violencia sexual, especialmente cuando se trata de 
niñas y niños. 
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desplazamientos forzados, tortura, violen-
cia sexual, desapariciones forzadas, perse-
cuciones, o secuestros entre otros. 

b. Impunidad y ausencia de acciones concretas:

“La impunidad es un mensaje de autorización  
para los violentos33”

La sensación generalizada34 respecto a la 
impunidad es que es casi total. De hecho 
no fue posible identificar procesos de justi-
cia exitosos. En el proceso se identificó que 
las víctimas no encuentran en la denuncia 
o el registro ningún tipo de incentivo, y se 
considera a nivel general, por experiencias 
previas, que no existen en la práctica medi-
das de protección concretas para casos es-
peciales de extrema vulnerabilidad o riesgo 
manifiesto de la víctima tras la denuncia. 
La respuesta de las instituciones es lenta 
tanto, a nivel local como nacional. Además 
la carga de la prueba recae básicamente en 
la víctima, ya sea tanto en los procesos de 
registro administrativo, específicamente en 
el Registro Único de Víctimas (RUV), como 
de registro médico a través del Sistema Na-
cional de Vigilancia en Salud Pública (SI-
VIGILA) o de registro judicial. 

En cuanto al registro médico preocupa 
especialmente, la “validación” o “verifica-
ción” de los casos asociados con el conflicto 
armado, ya que cuando no se pueden vali-
dar son sacados de la categoría como tal35. 
Dado que en varias instituciones se identifi-
có la necesidad del proceso de validación, la 
comprensión de ese ejercicio sugiere inquie-
tudes al respecto a la intimidad de la vícti-
ma y su protección, dadas sus condiciones 

33  Afirmación de una mujer defensora de derechos humanos, du-
rante una entrevista en Medellín. 

34  De acuerdo con las organizaciones e instituciones entrevistadas 
en las regiones. 

35 De acuerdo con la información obtenida a través de las entre-
vistas a algunos funcionarios responsables de la alimentación 
del Sivigila a nivel departamental.

de seguridad particulares. La validación, 
cuando es posible logísticamente, se realiza 
a través de una visita a la casa de la vícti-
ma, en el caso de las víctimas rurales por 
supuesto es más complicado. El resultado 
de estos procesos en la mayoría de los casos 
resulta en una exclusión de la categoría de 
conflicto armado. 

Frente a este proceso sería necesario tener 
en cuenta que el principio de buena fe es 
un derecho constitucional, y que la visita 
domiciliaria para verificación de la informa-
ción entregada, puede poner en riesgo a las 
víctimas en escenarios de control social por 
parte de los actores armados. Asimismo, 
surgen dos inquietudes puntuales ¿Cuál es 
el tipo de pregunta que implica la negación 
del agresor antes señalado?, ¿Qué impactos 
tiene este proceso en la víctima?

En cuanto al registro administrativo, las 
demoras para la toma de la declaración 
y la valoración desincentivan el proceso. 
Otra cuestión es la no inclusión de mane-
ra sistemática, de las víctimas de grupos 
pos-desmovilización36, lo que no solamente 
les restringe el acceso al registro, sino a la 
reparación integral, y al reconocimiento de 
su condición de víctimas. 

La Subdirección de Registro y Valoración 
de la UARIV presenta como argumento del 
Comité Ejecutivo, el artículo 3 de la ley de 
víctimas que dice: 

“Para los efectos de la definición contenida en el 
presente artículo, no serán considerados como vícti-
mas quienes hayan sufrido un daño en sus derechos 
como consecuencia de actos de delincuencia común. 

36  Son considerados Grupos pos-desmovilización, como aquellos 
grupos paramilitares que se desmovilizaron y retomaron las 
armas, aquellos que nunca se desmovilizaron y los grupos pa-
ramilitares que se crearon después de la desmovilización. La 
palabra pos-desmovilización solamente es una referencia a un 
periodo de tiempo y no implica que son solamente los grupos 
creados a partir de ese momento. 
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(Congreso de la República, 2011. Art. 3, Parágrafo 3). 
Original no resaltado.” 

Este argumento ha sido suficiente para la 
subdirección en mención, para no incluir a 
las víctimas de grupos pos-desmovilización 
y ha generado efectos complejos en los rela-
tos de las víctimas que mienten para tener 
mayores posibilidades de ser incluidos, sin 
reconocer el profundo daño que generan en 
términos de justicia y memoria histórica.37 

En esa línea, y ante la insistencia de la so-
ciedad civil38, la Corte Constitucional or-
denó una inspección a la UARIV, específi-
camente a la dirección de registro a través 
del Auto 052 de 2013, encontrando que la 
no inclusión de víctimas de grupos pos-
desmovilización continuaba después de sus 
anteriores pronunciamientos. 

c. Control social, cooptación institucional y/o 
administración armada e ilegal de la justi-
cia local:

El control territorial de determinados gru-
pos armados en zonas específicas del país, 
es una de las principales razones que ali-
mentan el miedo de la población menciona-
do en el primer punto. La cooptación de las 
instituciones por parte de estos grupos, y 
en algunos casos de la misma fuerza públi-
ca, han significado altos niveles de descon-
fianza en la institucionalidad. Asimismo, 
hay lugares del territorio nacional, ante el 
abandono estatal, donde el nivel de control 
de los actores armados les permite ser los 

37 Al respecto, la Corte Constitucional ha proferido por lo menos 
tres sentencias entre 2012 y 2013; la más directa y general para 
los hechos victimizantes es la T-781/12 que señala que: “son 
hechos acaecidos en el marco del conflicto armado entre otras, 
las amenazas provenientes de actores armados desmovilizados; 
las acciones del Estado; los hechos atribuibles a bandas crimi-
nales; los hechos atribuibles a grupos armados no identificados, 
y a grupos de seguridad privados”.

38 Especialmente aquellas dedicadas al trabajo con población en 
situación de desplazamiento y seguimiento a la implementación 
de la política pública al respecto. Véase la sentencia. 

administradores directos de la justicia, lo 
que impide el acceso a protección a las víc-
timas por parte de las autoridades en los 
territorios. 

Obstáculos Estructurales, éstos se caracterizan 
porque se refieren a procesos culturales, sociales 
e institucionales:

a. Burocracia excesiva en los procesos de 
atención y registro: 

Dada la ausencia de articulación inter-
institucional en los municipios y departa-
mentos, las víctimas deben hacer un trá-
mite diferente para cada registro, lo que 
implica un mecanismo de atención distinto 
pero igualmente importante. Los trámites, 
largos y repetitivos y la ausencia de infor-
mación clara y concreta sobre las rutas de 
atención (que en la mayoría de los muni-
cipios están formuladas y publicadas en 
interesantes diseños que no han llegado a 
la comunidad) generan confusión, re-victi-
mizaciones y desincentivos en las víctimas. 

b. Deshumanización de la atención a las víc-
timas:

Los procesos al interior de las instituciones 
no están diseñados para facilitar el acceso 
de las víctimas especialmente de niños y ni-
ñas, víctimas de violencia sexual. Ya en la 
entrada, la persona encargada de seguridad 
no permite el acceso si la víctima o su ma-
dre no le cuentan toda la historia, ahí nue-
vamente el derecho a la intimidad se redu-
ce a “necesidades operativas de seguridad”. 
De ahí en adelante hay ocasiones en las que 
la historia debe ser contada por lo menos 
tres veces antes de recibir efectivamente la 
atención adecuada (cuando se llega hasta 
ella). Los funcionarios no reconocen el dra-
ma humano detrás de las estadísticas, de 
los “datos” o de los formularios que a diario 
deben diligenciar. 
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La reivindicación de los derechos de las víc-
timas del conflicto armado debe comenzar 
por la dignificación de la atención y la pro-
tección de las víctimas de nuevas acciones 
que puedan generar otras victimizaciones. 

c) Presencia institucional insuficiente, inexis-
tente y/o ineficiente:

El principal elemento en esta categoría, es 
la alta rotación del personal local en enti-
dades prestadoras de servicio de salud, en 
instituciones como la policía de infancia 
y adolescencia y en las mismas fiscalías o 
CAIVAS. Esto implica que no existe trans-
ferencia del conocimiento. Según los funcio-
narios y las organizaciones entrevistadas, 
éstos cambian cada tres meses en promedio 
en las regiones y quienes llegan deber ser 
capacitados. Y para ello las instituciones 
departamentales que deberían hacer estos 
ejercicios, tienen altas limitaciones. Por ello 
los funcionarios no cuentan con la informa-
ción necesaria para la adecuada atención y 
registro de las víctimas de violencia sexual. 

Además los municipios más alejados, que 
son generalmente aquellos con más presen-
cia de grupos armados, no cuentan en ge-
neral con presencia institucional suficiente 
para generar procesos de confianza con las 
comunidades. En algunos municipios las 
comisarías de familia terminan asumiendo 
todas las funciones del ICBF, la Fiscalía, 
la Unidad de Víctimas, o de las Secretarías 
de Salud (reporte) entre otras para todo el 
ente territorial. 

d. Normalización de prácticas de control so-
cial y agresión: 

Las violencias sexuales como agresiones dife-
rentes no son reconocidas, hay prácticas de 
violencia sexual que se han normalizado en 
las dinámicas de control social de los actores 
armados, entre ellas el acoso, el “enamora-
miento”, u otras formas de violencia como 

obligar a los niños y niñas a presenciar re-
laciones sexuales consentidas o forzadas. És-
tas, entre otras, son acciones violentas que 
en el imaginario de las comunidades y dado 
el desborde de las autoridades, “no son tan 
graves” e incluso algunas, como el “enamo-
ramiento” son socialmente aceptadas como 
mecanismo de protección frente a terceros y 
en algunas regiones son consideradas como 
formas de supervivencia. 

Por ello la violencia sexual se ha limitado 
a violaciones y algunas otras categorías de-
pendiendo del contexto regional particular. 
Por ejemplo en Cartagena es muy fuerte el 
trabajo que se ha desarrollado en la sensi-
bilización frente a la explotación sexual co-
mercial de niños y niñas, pero otras violen-
cias sexuales permanecen desapercibidas en 
la cotidianidad de las comunidades. 

Entre los factores de riesgo identificados en 
el capítulo anterior en el marco de los análi-
sis regionales, se encuentra la vinculación de 
NNA a grupos armados ilegales, que consti-
tuyen de acuerdo a la información disponi-
ble, el mayor escenario de subregistro de ca-
sos particulares de niños y niñas reclutados 
por parte de grupos armados39. Además, se-
gún organizaciones que han trabajado direc-
tamente con NNA y jóvenes desvinculados, 
la violencia sexual en las filas es permanente 
y en el caso de las niñas más. De acuerdo a 
las historias de vida sobre su travesía por 
las estructuras armadas, no pasaban más de 
quince días tras su incorporación, antes de 
ser víctimas de algún tipo de acto de violen-
cia sexual.40 

39 De acuerdo con la información del ICBF del “Programa de 
Atención Especializada y Modalidades de Atención de NNA 
Desvinculados de GAOML” hasta mayo de 2013 habían aten-
dido a 5.156 niñas, niños y adolescentes desvinculados de los 
grupos armados, pero solamente se habían registrado 47 casos 
de violencia sexual (ICBF, 2013. a y b).

40 Según la fiscalía para 2008: Las niñas reclutadas en los grupos 
armados son obligadas a prestar servicios sexuales, y si se que-
dan embarazadas son castigadas y obligadas a abortar. La ofi-
cina del Fiscal General colombiano estudió en 2008, 183 casos 
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Sumado a lo anterior, las organizaciones que 
trabajan con niños y niñas desvinculados han 
identificado que las niñas reconocen más abier-
tamente haber sido víctimas de violencia se-
xual, incluso cuando los agresores han sido ni-
ños de los también reclutados. En cambio los  
 
niños y adolescentes varones lo manifiestan me-
nos, aunque, algunos lo han hecho, y refieren el 
uso de violencia sexual como castigo o tortura. 
Además, en el Programa del ICBF, o no les 
preguntaron o no habían condiciones (ya que 
en algunos casos estaban presentes los “perpe-
tradores”, habiendo sido estos los mismos niños 
reclutados) para contar su experiencia. 

Limitaciones de los registros 

Sumadas a las restricciones o dificultades men-
cionadas, se identificaron también elementos de 
preocupación en los registros oficiales en gene-
ral, y en cuanto al diagnóstico, el enfoque dife-
rencial y la coordinación nación-territorio. 

En cuanto al diagnóstico, los registros existen-
tes no dan cuenta de las necesidades específicas 
de las víctimas, ni de las medidas de mitiga-
ción, atención y/o reparación de las que han 
sido “beneficiarias”. En cuanto al enfoque di-
ferencial, buena parte de los sistemas de infor-
mación no tienen enfoque diferencial étnico, lo 
que dificulta la identificación de necesidades 
particulares para la atención. En cuanto a las 
categorías de desagregación demográfica41 en los 
sistemas de información son en exceso hetero-
géneas. En términos de grupo etario por ejem-
plo, hay registros que tienen la información de 
edad por años exactos, otros por ciclo vital, y 

de mujeres y niñas víctimas de violencia sexual. De ellas, 31.2% 
habían quedado embarazadas y abortado estando vinculadas a 
grupos armados y un 40% de éstas lo habían sufrido cuando 
tenían entre 11 y 14 años. (Corresponsal de Paz, 2010)

41 Referidas en particular para efectos de esta investigación como 
aquellas categorías que permiten identificar condiciones parti-
culares de la población que permiten identificar grupos pobla-
cionales específicos, por ejemplo, grupo de edad, sexo, raza, 
entre otras. 

otros simplemente los tienen como menores y 
mayores de edad. Esto implica dificultades de 
caracterización, diagnóstico y coordinación in-
terinstitucional para focalizar acciones de ma-
nera programática. 

Finalmente, los escenarios locales alimentan de 
manera permanente los sistemas de informa-
ción administrados a nivel nacional, pero no 
reciben la retroalimentación que les permitiría 
tomar decisiones y hacer diagnósticos compa-
rativos a nivel departamental, municipal e in-
cluso regional. 

Registros alternativos

En este escenario de subregistros segregados a 
lo largo del proceso, el papel de la sociedad ci-
vil y la comunidad internacional en cuanto a 
registros alternativos es fundamental. Se iden-
tificaron dos tipos de registros alternativos, los 
cualitativos y los cuantitativos. 

Los cualitativos son mucho más ricos en infor-
mación contextual y documental, tienen la ca-
pacidad de identificar tendencias de ocurrencia 
regionales y nacionales y formas concretas de 
violencia, pero pese a ser casos o eventos muy 
bien documentados, no son estadísticamente re-
presentativos, ni comparables con los sistemas 
de información oficiales42. Sin embargo, en mu-
chos casos puede identificarse si éstos están o no 
en algún tipo de registro. 

A nivel cualitativo encontramos registros de mo-
nitoreo a nivel nacional: El Centro de Investiga-
ción y Educación Popular (CINEP) con el Ban-
co de Datos de Derechos Humanos y Violencia 
Política, Humanidad Vigente, y el Observatorio 

42 No se consideran estadísticamente representativos por el redu-
cido alcance muestral. Dado que son casuísticos son considera-
blemente profundos en términos de completitud de la informa-
ción cualitativa pero el número de registros es inferior frente 
al número de registro de cualquier sistema oficial. Asimismo, 
los sistemas oficiales son de predominancia positivista, y las 
caracterizaciones cualitativas se pierden. Por esta razón no son 
comparables. 
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de Niñez y conflicto Armado de la Coalico. A 
nivel regional hay también un buen numero de 
registros cualitativos como son: el Obsar (Ob-
servatorio y solidaridad) de la Pastoral Social 
de Arauca, el de Terres des Hommes (TDH) en 
Córdoba, Pastoral Social en Sincelejo, Vamos 
mujer en Medellín, la Red por la vida y los dere-
chos humanos del Cauca y el Sistema MADEJA 
de la Asociación de Cabildos Indígenas del Norte 
del Cauca (ACIN); que tienen sistemas de infor-
mación regionales establecidos con información 
cualitativa, pero con alcance limitado en cuanto 
a registro e información cuantitativa. 

En cuanto a los registros cuantitativos alterna-
tivos, existen sistemas formales de información 
que pretenden cuantificar la intervención misional 
de las organizaciones. Las organizaciones tanto 
internacionales como de la sociedad civil tienen 
dificultades para compartir información estadís-
tica de sus registros, especialmente aquellas que 
tienen Sistemas de Información con capacidad de 
monitoreo permanente, acceso a fuentes directas, 
seguimiento de casos y reporte cuantitativo. 

Entre estos registros organizados y cualificados 
está El RUT del Secretariado Nacional de Pas-
toral Social, que si bien no pretende cuantificar 
la violencia sexual, es una de las categorías que 
figur en la ficha de reporte de la población des-
plazada que atienden. Otro registro es el del 
Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), 
que a través de sus intervenciones humanita-
rias y atención a través de operadores locales 
(por ejemplo Profamilia43), tienen registros de-
rivados de la atención concreta a las víctimas 
del conflicto armado. Finalmente el Sistema de 
Gestión de Datos sobre Violencia Basada en 

43 Según el último informe de actividades (CICR, 2012), solamen-
te en este año 117 casos de violencia sexual fueron atendidos 
por sus programas de Asistencia Humanitaria a través de ellos 
mismos o de Profamilia, y de estas personas solamente 27 se 
decidieron voluntariamente a declarar. 

Género (VBG) administrado por ACNUR y 
UNFPA son otros registros cuantitativos a te-
ner en cuenta. 

El Sistema de Gestión de Datos sobre Violencia Ba-
sada en Género (GBVIMS), en adelante el Sistema, 
es una iniciativa inter-agencial de la ACNUR, UN-
FPA, UNICEF, OMS y IRC44. [¨…] Cabe resaltar 
que el objetivo último mismo es diseñar mecanismos 
de prevención de VBG con base en las estadísticas 
arrojadas por el Sistema, además de garantizarles a 
las víctimas/ sobrevivientes de estas violencias una 
atención integral y de calidad. El GBVIMS se está 
aplicando en catorce países del mundo, incluyendo 
Colombia, donde se implementa en siete municipios 
piloto. Desde Octubre de 2011 en Barrancabermeja 
(Santander), Medellín y Apartado (Antioquia) y des-
de Junio de 2012 en Arauca (Arauca), Buenaventura 
(Valle del Cauca), Tumaco (Nariño) y Villavicencio 
(Meta). (ACNUR, UNFPA, 2012.)

Una de las preocupaciones concretas respecto a 
esta última iniciativa manifestada por las insti-
tuciones responsables de trasladar el reporte del 
SIVIGILA del nivel departamental al nivel na-
cional, es que las entidades prestadoras del ser-
vicio de salud a nivel municipal, a excepción de 
las de ciudades capitales, no tienen la capacidad 
de diligenciar dos registros referidos a la misma 
información. El reporte de SIVIGILA son cerca 
de 5 páginas, y crear el registro en ambos siste-
mas implica que los médicos, además de aten-
der a los pacientes, deberían llenar cerca de 28 
páginas. Adicionalmente, teniendo en cuenta la 
implementación de categoría de Violencias en 
el reporte del SIVIGILA, la existencia paralela 
de estos sistemas podría implicar duplicidad y 
mayor complejidad para el registro.

44 ACNUR: Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados, UNFPA: El Fondo de Población de las Naciones 
Unidas, UNICEF: Fondo de las Naciones Unidas para la Infan-
cia, OMS: Organización Mundial de la Salud, y IRC: Comité 
Internacional del Rescate.
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CaPÍtulo IV

Conclusiones

• No existe una única violencia sexual y por 
tanto estos hechos son difíciles de catalogar 
y prevenir. Las expresiones de violencia se-
xual varían en función de los actores arma-
dos presentes en cada territorio, del nivel de 
control territorial y de las dinámicas de la 
confrontación armada a nivel local. Además 
de que en cada territorio existen realidades 
y actores diferentes. Por ello las políticas 
de prevención y atención deben responder a 
necesidades territoriales específicas. La vio-
lencia sexual contra los niños y las niñas en 
contextos de conflicto armado, tiene tantas 
aristas como intereses por parte de los grupos 
y actores presentes en el territorio; y las fa-
milias quedan solas y desamparadas en el rol 
protector que se les asigna y no tienen cómo 
mitigar los efectos de la guerra en la vida de 
sus hijos e hijas.

• En la realidad se han normalizado muchas 
prácticas que no se consideran violencia se-
xual, aún cuando en términos jurídicos y 
conceptuales lo sean. El impacto histórico 
del conflicto armado en las comunidades co-
lombianas (hay adultos que nacieron ya en 
el marco del conflicto) ha generado la nor-
malización de las violencias. Esto, en el con-

cotidianas, que se alcanza no mediante la defensa militar de las 
fronteras de un país, sino con la consecución del desarrollo huma-
no, es decir, garantizando la capacidad de cada cual para ganarse 
la vida, satisfacer sus necesidades básicas, valerse por sí mismo y 
participar en la comunidad de forma libre y segura […].”

Frente a las situaciones de 
violencia sexual contra niños y 
niñas

De acuerdo con los datos resultantes de esta 
investigación. Entre 2008 y 2012 en el marco 
del conflicto armado se registraron al menos 
48.91545 víctimas de violencia sexual menores 
de 18 años, 41.313 niñas y 7.606 niños, en 1.070 
municipios de los 1.13046 existentes. Esto im-
plica que cerca de 27 NNA han sido agredidos 
sexualmente a diario en el territorio nacional en 
el marco del conflicto armado en este periodo. 
Para llegar a estas cifras se han llevado a cabo 
entrevistas y análisis que permiten establecer 
además las siguientes conclusiones:

• Todos los grupos armados legales e ilegales 
han participado en diferentes momentos de 
agresiones sexuales contra la población civil 
especialmente contra las niñas pero también 
contra los niños y adolescentes varones, pese 
a la invisibilidad del fenómeno por patrones 
culturales. La militarización de los territo-
rios, donde los grupos armados imparten la 
justicia, ya sea por ausencia de estructuras 
oficiales o por control de las mismas, se ha 
constituido en uno de los factores de riesgo 
evidenciados. Por lo tanto las estrategias de 
las zonas de consolidación territorial, supo-
nen escenarios de peligro en lugar de generar 
condiciones de seguridad47.  

45 Ver Anexo 3
46 Número correspondiente a la división política administrativa 

de Colombia por el DANE a 2013.
47 La seguridad entendida como Seguridad humana, según la defi-

nición de Armiño (2006): “Seguridad de las personas en sus vidas 
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texto de las violencias sexuales ha derivado 
en calificaciones sociales de “más y/o menos 
grave” que han categorizado lo que requiere 
denuncia, declaración y lo que no. En el pri-
mer grupo entrarían las violencias que dejan 
secuelas físicas directas sobre la víctima, y en 
el segundo los impactos psicosociales, perci-
bidos como cosas “que pasan con el tiempo, 
eso no están grave48”. Las formas más recu-
rrentes de violencia sexual en los territorios 
asociadas con el conflicto armado, son aque-
llas que por su naturaleza en los imaginarios 
sociales no van a ser denunciados. Entre ellas 
el “enamoramiento” y la violencia sexual en 
el marco del reclutamiento forzado, que aun-
que a nivel territorial tienen matices diferen-
tes, están relacionadas directamente con la 
militarización de los territorios, la presencia 
de grupos armados ilegales en los mismos y 
con la esclavitud sexual en el marco del re-
clutamiento. De hecho cuando los y las niñas 
desaparecidos se desvinculan tienen proble-
mas para ubicar en el espacio político – ad-
ministrativo la ocurrencia de los hechos.

Frente a los Sistemas de 
Información y la información 
disponible 

Existen actualmente en Colombia diversos siste-
mas de información con infraestructura operati-
va para (de manera coordinada) tener alcance 
nacional y categorías específicas que permitan 
caracterizar la violencia sexual. El sector salud 
es la fuente más rica de información, aunque en 
términos cuantitativos la porción más signifi-
cativa (estadísticamente) de información anual 
municipal, en términos generales, fue obtenida 
del registro jurídico, que no es tan limitado 
como suponían las hipótesis iniciales. 

Existe duplicidad de los sistemas de informa-
ción a nivel nacional. La desarticulación ha 

48 Entrevista con funcionaria de organización local, Medellín, 2013.

generado que el escenario actual esté recreado 
por informaciones incompletas, heterogéneas, 
incomparables entre instituciones y sectores con 
participación fundamental en el mismo Sistema 
de Atención y Reparación Integral a Víctimas 
(SNARIV). 

A pesar de la existencia de información, por la 
heterogeneidad de la misma no se puede dar 
cuenta de diagnósticos diferenciales en términos 
de grupo etario, (por la diversidad de registros 
y la diferencia de parámetros usados en cada 
uno), y de población étnica; que sería funda-
mental para garantizar la adecuada y efectiva 
atención a las víctimas, de acuerdo a sus nece-
sidades y sus visiones culturales. 

Frente al registro de violencia 
sexual en contextos de conflicto 
armado

Aun cuando existen metodologías que permiti-
rían identificar el subregistro o la probabilidad 
de no estar en ningún registro (Método de Esti-
mación por Sistemas Múltiples) por ejemplo; la 
información disponible no permite cuantificar 
esa probabilidad, ya que no existen identifica-
dores de los registros por el riesgo de seguridad 
que supone, por la desarticulación de los siste-
mas de información y por la confidencialidad de 
la identidad de la víctima. 

El subregistro de la violencia sexual en contex-
tos de conflicto armado responde a dos factores. 
El primero las dinámicas locales y la configura-
ción de las violencias sexuales predominantes 
en el territorio, que según lo visto pueden ser 
más o menos registrables según el carácter de 
esa violencia sexual. El segundo, la distancia 
geográfica y social de las comunidades a la ins-
titucionalidad. Las comunidades rurales tienen 
mayor riesgo pero menor información y menor 
acceso a la oferta institucional. 
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CaPÍtulo V

recomendaciones

en diagnósticos públicos de la situación de 
los NNA en el escenario local, por lo menos, 
mientras finaliza la etapa de implementación 
en sector salud por ejemplo; y por ello debe-
rían articularse a los sistemas oficiales forta-
leciendo las capacidades locales de respuesta.

• Todo diagnóstico situacional, o personal, tiene 
que estar diseñado e implementado con en-
foque diferencial étnico, de género, etario y 
territorial. De otra manera el resultado no 
dará cuenta de las afectaciones particulares y 
la respuesta concreta que necesita cada suje-
to en el tiempo y el espacio; Así las acciones 
implementadas sin diferencial no tendrán el 
impacto esperado en las comunidades, espe-
cialmente en la recuperación de los niños y las 
niñas que han visto vulnerados sus derechos.

• Es fundamental hacer un trabajo psicosocial 
con las niñas y niños. La consecuencia futu-
ra, con una generación que ha sido vulne-
rada y ha crecido en medio de la violencia, 
es catastrófica para nuestro país. Este hecho 
revertirá en la sociedad en la que se muevan 
estas niñas y niños víctimas de estos tipos de 
violencia que han afectado sus intimidades y 
aspectos más esenciales para su construcción 
como sujetos de derechos y para vivir con 
dignidad.

Frente a los Sistemas de 
Información y la información 
Disponible 

A la luz de los resultados obtenidos, la presente 
investigación propone las siguientes recomenda-
ciones a tener en cuenta de cara a conocer, y 
mitigar el problema: 

• El necesario fortalecimiento de los recepto-
res de la información, es decir quienes hacen 
la primera atención a las víctimas, médicos 
entre otros. Esto pasa por condiciones de 
trabajo estables que permitan la articulación 
de procesos en el tiempo, monitoreo y segui-
miento de la implementación de protocolos, 
y especialmente el análisis de las lecciones 
aprendidas y la puesta en marcha de planes 
de mejora permanentes, tanto a nivel local 
como nacional con enfoque territorial. 

• La articulación inter-sistémica de los siste-
mas de información que evite la re-victimi-
zación y que permita el diagnóstico completo 
y diferencial en términos médicos, judiciales 
y administrativos. Así habría un solo regis-
tro articulado que daría cuenta de manera 
efectiva de la vulneración de derechos de los 
NNA por actores armados, y del estado de 
atención, reparación y especialmente de re-
cuperación psicosocial. 

•  Los registros alternativos de organismos hu-
manitarios, deberían ser insumo fundamental 
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• Es recomendable establecer categorías de 
análisis homogéneas (por ejemplo, las de-
terminadas por el código penal) en los dife-
rentes sistemas de información, que faciliten 
la comunicación de los mismos y permitan 
un diagnóstico específico frente al tipo de 
violencia y las características de la víctima. 
El Registro Único de Víctimas por ejemplo, 
debe considerar que la cualificación y cuanti-
ficación del daño causado para efectos de la 
reparación esté directamente asociado al tipo 
de violencia sexual y al impacto de los hechos 
en las víctimas, que son diferentes según per-
tenencia étnica, edad, género etc. 

Frente al registro de violencia 
sexual en contextos de conflicto 
armado

En aras de reducir el subregistro y la vista de lo 
resultados se propone lo siguiente: 

• Es necesario estudiar en profundidad el com-
portamiento del subregistro de la violencia 
sexual, identificar a nivel institucional las 
principales restricciones e implementar me-
canismos para eliminar estas barreras bu-
rocráticas y operativas. Asimismo, hay que 
identificar las zonas con mayores niveles de 
subregistro o con mayor probabilidad de su-
bregistro y focalizar acciones concretas que 
permitan generar oportunidades de denuncia, 
declaración y atención de manera imparcial 
y neutral. Para ello sería de gran utilidad la 
experiencia de organizaciones internacionales 
que apoyan estos registros. 

• Es necesario generar estrategias locales de 
sensibilización sobre las formas de violencias, 
señalando que todas son inaceptables, que 
todas son denunciables y que todas requieren 
atención médica y psicosocial. Este esfuerzo 
debe ser dirigido no solamente hacia las co-
munidades sino también hacia funcionarios 
públicos a nivel local. 

• Además, en esta misma línea se hace necesa-
rio capacitar y sensibilizar a los funcionarios 
públicos respecto a la sentencia T-781/12 
de la Corte Constitucional, y en todo caso, 
establecer mecanismos de verificación de la 
información secundarios o con instituciones 
como la Defensoría del Pueblo, con el fin de: 
i) Evitar que los funcionarios cuestionen la 
buena fe de la víctima. ii) Evitar que los fun-
cionarios locales califiquen discrecionalmente 
y sin mayor conocimiento los hechos en el 
marco del conflicto y los que no lo son y iii) 
Evitar que califiquen la gravedad de las vio-
lencias sexuales considerando algunas como 
no tan graves para recibir una denuncia. 

Frente a las situaciones  
de violencia sexual contra niños  
y niñas

• Es necesario hacer una caracterización ex-
haustiva de las violencias sexuales que se de-
sarrollan en el marco del conflicto armado, 
de manera que sea posible proponer meca-
nismos de prevención y atención coherentes 
con las formas de violencia incidentes en los 
territorios. Más allá de identificar categorías 
generales, es poder identificar en el espacio y 
en el tiempo cuales son las principales formas 
de victimización contra los niños y las niñas. 

• Se hace necesario generar procesos nacionales 
y locales con enfoque territorial de sensibi-
lización sobre la gravedad de todas las vio-
lencias sexuales contra niños y niñas, con el 
fin de generar transformaciones en los imagi-
narios sociales frente a la normalización de 
determinadas prácticas.

• Es recomendable hacer un seguimiento es-
pecial a casos que suceden en el marco del 
conflicto armado por parte de redes de explo-
tación y esclavitud sexual, administradas por 
los actores armados y asociados de alguna 
manera con industrias extractivas de redes 
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de explotación y esclavitud sexual, donde se 
supone niveles totales de subregistro. 

• Finalmente, durante el desarrollo y elabora-
ción de este informe se evidenció la gran can-
tidad de información cualitativa y contextual 
que las organizaciones han compilado y proce-
sado durante varios años, y el tal sentido, este 

ejercicio debería ser solamente una introduc-
ción a ejercicios de complementación y análi-
sis territorial de las dinámicas locales de las 
violencias sexuales contra niñas y niños. Y en 
el mismo sentido, metodológicamente exten-
demos la invitación a la academia a comple-
mentar la propuesta metodológica presente en 
el documento desde sus experticias.
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